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El presente trabajo de investigación titulado “Tratamiento Procesal de la Investigación 
Preliminar del Delito de Enriquecimiento Ilícito en la Fiscalía de la Nación, 2019” se planteó 
como objetivo general. Analizar el tratamiento procesal de las diligencias preliminares en el 
delito de Enriquecimiento Ilícito. 
Con el propósito de lograr dicho objetivo, utilizamos los métodos inductivo, 
deductivo, argumentativo y sociológico; tipo de estudio básico de nivel descriptivo y de 
enfoque cualitativo, diseño de la investigación no experimental, explorativo, descriptivo y 
hermenéutico. Escenario de estudio fue el Distrito Fiscal y Judicial de Lima Centro, la 
población estuvo constituida por fiscales, jueces, asistentes en función fiscal y auxiliares 
jurisdiccionales, la muestra de los expertos fue de tipo no probabilístico. La técnica para 
recabar la información fue la entrevista, análisis de documentos y otros. El instrumento 
utilizado para recoger las opiniones de los entrevistados fue la guía de entrevista, la misma 
que fue validada con la información vertida por cada entrevistado.  
Las conclusiones a las que se arribó son las siguientes: a) El Fiscal de la Nación no 
debe llevar a cargo las diligencias preliminares en los delitos de enriquecimiento ilícito, 
porque actualmente existen fiscalías provinciales anticorrupción. b) Se debe modificar el 
Art. 41° de la Constitución Política del Estado, cambiando la frase “Fiscal de la Nación” por 
la frase “Ministerio Público”. c) El hecho que el Fiscal de la Nación lleve a cabo las 
diligencias preliminares, atenta contra el derecho a recurrir y pluralidad de instancia, dado 
que no se puede impugnar sus decisiones de archivamiento. d) Debe ser el Fiscal Provincial 
Anticorrupción del lugar donde sucedieron los hechos quien investigue desde las diligencias 
preliminares y en caso decida archivar, ésta decisión pueda ser impugnada mediante el 
recurso de queja o elevación de actuados al fiscal superior. e) El delito de enriquecimiento 
ilícito solo comete un funcionario o servidor público, los terceros o extraneus (extraños) en 
este delito solo pueden responder a título de cómplices, pero no como autores. f) Se configura 
el delito de enriquecimiento ilícito cuando el servidor o funcionario público, abusando de su 
cargo durante el desempeño sus funciones incrementar su patrimonio o cancelar deudas por 
montos superiores a lo que percibió legítimamente y que no puede demostrar 
documentariamente el origen del excedente, generando ello un desbalance patrimonial.       




The present research work entitled “Procedural Treatment of the Preliminary Investigation 
of the Crime of Illicit Enrichment in the Prosecutor's Office of the Nation, 2019” was 
proposed as a general objective. Analyze the procedural treatment of preliminary 
proceedings in the crime of Illicit Enrichment.
In order to achieve this objective, we use the inductive, deductive, argumentative and 
sociological methods; type of basic study of descriptive level and qualitative approach, 
design of non-experimental, exploratory, descriptive and hermeneutical research. Study 
scenario was the Fiscal and Judicial District of Lima Centro, the population consisted of 
prosecutors, judges, assistants in fiscal function and jurisdictional assistants, the sample of 
experts was non-probabilistic. The technique to gather the information was the interview, 
analysis of documents and others. The instrument used to collect the opinions of the 
interviewees was the interview guide, which was validated with the information provided by 
each interviewee
The conclusions reached are the following: a) The Prosecutor of the Nation must not 
carry out preliminary proceedings in crimes of illicit enrichment, because there are currently 
provincial anti-corruption prosecutors. b) Art. 41 of the Political Constitution of the State 
must be modified, changing the phrase “Prosecutor of the Nation” to the phrase “Public 
Prosecutor”. c) The fact that the Prosecutor of the Nation carries out the preliminary 
proceedings, undermines the right to appeal and plurality of instance, given that its archiving 
decisions cannot be challenged. d) It must be the Provincial Anti-Corruption Prosecutor of 
the place where the events occurred who investigates from the preliminary proceedings and 
in case he decides to file, this decision can be challenged by means of the complaint or 
elevation of proceedings to the superior prosecutor. e) The crime of illicit enrichment only 
commits an official or public servant, third parties or extraneus (strangers) in this offense 
can only respond as accomplices but not as perpetrators. f) The crime of illicit enrichment is 
configured when the servant or public official, abusing his position during the performance 
of his duties, increases his assets or cancels debts for amounts exceeding what he legitimately 
received and cannot document the origin of the surplus, generating it an economic 
imbalance. 




Actualmente, el tratamiento procesal que se le da a la investigación preliminar o diligencias 
preliminares en la investigación del delito de Enriquecimiento Ilícito, regulado en el Art. 
401 del Código Penal, no es el mismo tratamiento procesal común que se da a las diligencias 
preliminares en cualquier otro delito común o especial, en donde un Fiscal Común o 
Especializado lleva a cabo la investigación preliminar o diligencias preliminares, y en caso 
de archivo de las mismas, dicha decisión puede ser impugnada por las partes que se 
consideren agraviadas. Sin embargo, ello no ocurre con el delito de Enriquecimiento Ilícito, 
dado que de conformidad al Art. 41° de la Constitución, quien lleva a cabo la investigación 
preliminar o diligencias preliminares, es el Fiscal de la Nación y en caso éste decida archivar 
las mismas, dicha decisión no es impugnable por no estar prevista legalmente, dando lugar 
ello a eventuales casos de impunidad al archivar casos, ya sea de favor, por intereses 
políticos, presión política, amistades, pago de favores, etc. 
La razón del actual tratamiento es porque así lo estableció el legislador de 1993, dado 
que, tal como, está redactado el último párrafo del artículo 41° de la Constitución Política al 
precisar que “cuando se presume enriquecimiento ilícito, el Fiscal de la Nación, por 
denuncia de terceros o de oficio, formula cargos ante el Poder Judicial”. En consecuencia, 
es en mérito a este artículo que las diligencias preliminares o investigación preliminar del 
delito de enriquecimiento ilícito está a cargo del Fiscal de Nación, generando ello un grave 
problema, dado que a nivel nacional, de los diferentes distritos fiscales y judiciales del 
territorio peruano, en caso se advierta o se presuma enriquecimiento ilícito de un 
determinado funcionario o servidor público, se informará al Fiscal de la Nación para que 
realice la investigación preliminar, convirtiendo con ello a la más alta autoridad de un órgano 
del Estado en un investigador, y desnaturalizando con ello, por esencia su rol de gestor que 
debe cumplir como Fiscal de la Nación más no de investigador. 
Es necesario que señalar que desde la dación de la actual carta política han pasado 
27 años, vale decir, ello implica que la realidad actual es otra, y si tomamos en cuenta que 
el derecho debe estar en consonancia con la realidad y no divorciado de ella, dado que el 
derecho es un fenómeno que está sujeto a circunstancias de tiempo y de lugar, y que debe 
constantemente actualizarse para no ser rebasado por la realidad, nos daremos cuenta que la 
realidad actual nos dice que el Fiscal de la Nación no puede estar atiborrado de carpetas 
fiscales, con una carga desbordante realizando labores de fiscal investigador y descuidando 
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su labores de gestión que por esencia le corresponde como máxima autoridad de la Fiscalía 
de la Nación de establecer la política institucional y llevar a cabo la de gestión institucional. 
De continuar las cosas como están, ello desnaturaliza su función como Fiscal de la Nación, 
se llenará cada vez de mayor carga y eventualmente se seguirán archivando denuncias y 
dejando impunes hechos que deben ser sancionados, además de no contar las partes 
agraviadas con la posibilidad de poder impugnar la decisión de archivo de las diligencias 
preliminares afectando con ello el derecho de pluralidad de instancia que le asiste a todo 
justiciable.                     
En tal sentido consideramos que dicho delito, desde el inicio, vale decir, desde la 
investigación preliminar o inicio de las diligencias preliminares debería ser conocido por un 
Fiscal Provincial Especializado en Delitos de Corrupción de Funcionarios, logrando con ello 
que el referido delito desde el inicio se le dé el mismo tratamiento que se le da a los demás 
delitos y, ante un archivo de la investigación preliminar o diligencias preliminares, ésta 
pueda ser impugnada por las partes y con ello no afectar el derecho de pluralidad de instancia 
y reducir actos de impunidad. Para lograr ello será necesario proponer una propuesta de lege 
ferenda del último párrafo del artículo 41° de la Constitución Política en siguiente sentido 
“cuando se presume enriquecimiento ilícito, el Ministerio Público, por denuncia de terceros 
o de oficio, formula cargos ante el Poder Judicial”. 
Al cambiar la frase “Fiscal de la Nación” por el de “Ministerio Público”, ello daría 
lugar, que no sea el Fiscal de la Nación como máxima autoridad quien formule cargos ante 
el Poder Judicial, sino el Fiscal Provincial Especializado en Delitos Cometidos por 
Funcionarios Públicos del distrito fiscal correspondiente, quien desde el inicio lleve a cabo 
las diligencias preliminares y de ser el caso, formular cargos ante el Poder Judicial y así 
evitar que el Fiscal de la Nación reciba denuncias provenientes de todo el interior del País. 
Es necesario precisar, que la Constitución Política del Estado que en su Art. 41 señala 
que es el Fiscal de la Nación quien formulará los cargos ante el Poder Judicial cuando se 
presuma enriquecimiento ilícito, es del año 1993, y de conformidad a la información 
recabada en el Área de Enriquecimiento Ilícito de la Fiscalía de la Nación, nos informaron 
que por esos años, el número de casos de este delito que ingresaban al año era insignificante 
por lo que no fue necesario crear fiscalías provinciales para ello, sin embargo, luego de 27 
años, actualmente ingresan un aproximado de 220 denuncias al año por este tipo de delito. 
A ello debemos tener en cuenta que por esos años no existían Fiscalías Provinciales 
3 
 
Especializadas en Delitos Cometidos por Funcionarios Públicos para que conozcan este 
delito, dado que recién fueron creadas el 10 de noviembre del año 2000 a raíz de las 
investigaciones seguidas contra el ciudadano Vladimiro Montesinos Torres, mediante 
Resolución de la Fiscalía de la Nación N° 020-2000-MP-FN, ello explica el porqué del 
tratamiento actual. 
En ese sentido, la presente investigación cualitativa tiene por finalidad explicar el 
porqué, el Fiscal de la Nación actualmente no debe estar a cargo de la investigación 
preliminar, y cuál sería la modificación normativa a realizarse, para que el tratamiento 
procesal actual del delito de enriquecimiento ilícito, sea el mismo tratamiento que se da a los 
demás delitos. 
La importancia del presente trabajo contribuirá a ilustrar a la comunidad jurídica, 
principalmente a las autoridades del Ministerio Público y del Congreso de la República, las 
razones de porqué es necesario hacer realidad los cambios propuestos y para que se tome en 
cuenta en el futuro al momento de dictarse una nueva Ley Orgánica del Ministerio Público 
que esté en consonancia con la realidad actual, dado que data de 1981, vale decir, han pasado 
38 años que se dictó mediante el Decreto Legislativo N° 052 de fecha 10 de marzo 1981, 
desde luego que en 38 años mucho ha cambiado y el derecho debe ir en sintonía con la 
realidad sino ésta termina por rebasar al derecho.       
Asimismo, tomando en cuenta que en todo trabajo de investigación se requiere 
estudios previos, en relación a los antecedentes internacionales, existen muchos artículos 
científicos que se han escrito, así, Nash (2018) señala que las normas penales de esta 
naturaleza se convierten en útiles y necesarias para hacer frente a sucesos de corrupción 
cuando existen personas que no puedan sustentar sus ingresos y caudales acumulados. Al 
respecto, Blanco (2017) sostiene que en la praxis se demuestra que es complicado demostrar 
ilícitos de corrupción, particularmente cuando se trata de sobornos, en los casos que no se 
cuenta con registros de audios o videos de las transferencias pecuniarias o daciones de 
dádivas; pues en este ilícito penal, a criterio de López (2018) se identifica la conducta de 
quienes trabajan para el Estado, que hayan conseguido en favor de sí mismos o para terceras 
personas  un aumento de su patrimonio no justificado como consecuencia de sus funciones 
desempeñadas. 
En sentido similar, Colorado & Velásquez (2018) precisan que consiste en la 
producción de abundancia de una persona o de un grupo de personas, ya sea que alivian sus 
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caudales o sus particularidades, acrecentando su peculio al haber inobservado la ley, faltar 
las normas éticas contribuyendo con ello al aumento de la corrupción; pues a criterio de 
Vergara & Salvador ( 2018), con la comisión de este injusto penal se contraviene la confianza 
y consideración que los ciudadanos tienen respecto a la administración estatal y la honradez 
en el manejo del erario público. Entre los artículos científicos nacionales previos que se han 
escrito, y que han tratado el tema materia de la presente tesis, tenemos a Perca (2017) quien 
sostiene que la persona que trabaja para el sector público, al ser parte de la administración 
estatal, durante el tiempo que este en funciones, le asiste el deber de acrecentar sus caudales 
de forma diáfana y honrada, a través de canales legales. 
 En el mismo sentido, y al considerar que otra de nuestras categorías en el presente 
trabajo de investigación, es la denominada investigación preliminar, llamado así a las 
primeras diligencias urgentes que realiza el Fiscal al tomar conocimiento de la presunta 
comisión de un ilícito penal tramitado bajo las reglas del Código de Procedimiento Penales 
de 1940, y llamado diligencias preliminares bajo las reglas del Código Procesal Penal de 
2004, que en 16 oportunidades las menciona expresamente. Respecto a los artículos 
científicos en inglés, Muzila, Morales, Mathias, and Berger, On the Take: Criminalizing 
Illicit Enrichment to Fight Corruption (2012) p.25, indican que la penalización del 
enriquecimiento ilícito usualmente se conoce como caudales desproporcionados o 
inexplicables que habilita a los Estados juzgar los corruptos sin tener que probar la fuente de 
la riqueza obtenida ilícitamente, la Fiscalía para lograr condenas por este ilícito penal sólo 
tendrá que demostrar que el funcionario estatal no puede justificar su patrimonio a partir de 
sus ingresos legítimos. 
 Existen tesis nacionales que se han escrito, en tal sentido, Vásquez (2017), señala 
que, ante una denuncia, o al conocer personalmente de la comisión de acontecimientos que 
se presume criminosos, el Fiscal dispone la actuación de actos de investigación de naturaleza 
preliminar o incoa la acción penal pública. Asimismo, el Fiscal decidirá si abre investigación 
a nivel del despacho fiscal o si lo remite a la Policía para sea ésta quien lleve a cabo las 
diligencias encomendadas, desde luego, siempre con la conducción del Fiscal. Asimismo, 
Callo (2018), indica que el Código Procesal Penal de 2004, regula las diligencias 
preliminares en su artículo 330.2, las mismas que buscan realizar acciones apremiantes o 
impostergables orientados a esclarecer si han ocurrido o los hechos de los cuales ha sido 
noticiado y determinar si los mismos constituyen o un evento criminal, cautelar los objetos 
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tangibles con la cual se cometió, individualizar a los agentes intervinientes en el mismo, 
comprendiendo a las víctimas, y tomando en cuenta los márgenes de la ley, garantizarlas 
como corresponda. 
De otro lado, también cabe citar trabajos de investigación sobre la variable de 
enriquecimiento ilícito, así tenemos a García (2018), quien señala que el aumento 
patrimonial, pasible de ser cuantificado y que no sea sustentado, al haber incurrido las 
personas corruptas que trabajan para el Estado, ello incide en la inyección monetaria 
derivado del lavado de activos, dado que estas malas personas que trabajan para el Estado, 
procuran los medios para repartir el peculio que viene de la hacienda pública en acciones 
económicas legales o en colocaciones a favor de testaferros, en el interior o en el exterior del 
país. A este respecto, Adrianzen (2017), indica que el tipo penal que regula el 
enriquecimiento ilícito, prohíbe manifiestamente a las personas que trabajan para el Estado, 
la posibilidad de aumentar su patrimonio en relación a lo que perciben legalmente como 
contraprestación por los servicios que prestan; en misma línea, por su parte, Leguía (2018) 
concluye que el fenómeno de la corrupción cometidos por las personas que prestan servicios 
al Estado, produce inseguridad jurídica en la administración pública estatal. 
Con relación al bien jurídico protegido, Pezo (2014) en su trabajo de investigación 
denominado El bien jurídico específico en el delito de Enriquecimiento Ilícito concluye que 
específicamente son la transparencia y probidad que dirigen las acciones estatales, en tal 
sentido, en mérito del principio de transparencia se justifica que se le exija a un funcionario 
estatal rinda cuentas al Estado sobre sus caudales y que éstos deben estar en armonía a sus 
ingresos percibidos legalmente.   
En relación a tesis internacionales que se han realizado sobre el ilícito penal de 
enriquecimiento ilícito tenemos a Ortega (2015), quien en su trabajo titulado 
Consideraciones Sobre el Delito de Enriquecimiento Ilícito concluyó que el delito de 
enriquecimiento ilícito, casi al igual que los demás crímenes regulados en el dispositivo 
normativo contra la corrupción, es un ilícito intencional, toda vez que el agente estatal 
acciona de manera intencional y cognitivamente de que incrementa su caudales realizando 
acciones reñidas por la ley al ejercer su cargo, y que con su accionar se genera una afectación 
al erario del Estado. 
Por su parte, Rojas (2013), en su tesis doctoral Tratamiento Jurídico Penal de los 
Incrementos Patrimoniales Injustificados en la Función Pública concluye que la prohibición 
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del incremento patrimonial no justificado legalmente tiene su justificación en el principio 
general de que nadie puede ver incrementado su patrimonio injustamente a causa de otro, 
este principio ha sido recogido positivamente por varias ramas del derecho; que el derecho 
penal haya hecho suyo este principio, tiene su justificación al permitir enfrentar las 
desigualdades materiales que se producen en los incrementos patrimoniales al margen de la 
ley de algunos funcionarios en el desempeño de su función pública, toda vez que ello puede 
provocar problemas con los funcionarios estatales honestos que ajustan su vida de 
conformidad a sus ingresos públicos percibidos legalmente; sin embargo, los funcionarios 
corruptos, los beneficios que reciben serían producto de comportamientos reñidos por la ley 
que realizan afectando con ello derechos de terceras personas, y al ser estos comportamientos 
realizados de forma subrepticia será no será fácil poder demostrase ante las autoridades 
competentes. 
En lo que respecta al marco teórico, en la doctrina ha definido a la investigación 
preliminar o diligencias preliminares como la primera sub-etapa, pre-jurisdiccional del 
proceso, toda vez que el representante del Ministerio Público tiene conocimiento del evento 
delictuoso, sin embargo aún no ha decidido formalizar la investigación e incoar la 
investigación preparatoria, esto es, el representante del Ministerio Público conjuntamente 
con la Policía llevan a cabo indagaciones de forma unilateral y reservada con la finalidad de 
reunir los elementos necesarios que fundamenten la formalización de la investigación Neyra 
(2010). Como se aprecia, esta sub-etapa de la investigación preparatoria, está 
exclusivamente en el ámbito del Ministerio Público y la Policía, sin la intervención del 
órgano jurisdiccional, vale decir, en el supuesto que el Fiscal no logre acopiar los elementos 
que le permitan formalizar su investigación, tendrá que evacuar la disposición de no ha lugar 
a formalizar y continuar con la investigación preparatoria y dispondrá el archivo. 
Por su parte Salas (2010), sostiene que las diligencias preliminares, se refiere al grupo 
de acciones llevadas a cabo por el representante del Ministerio Público o por la Policía a 
solicitud del fiscal por premura y necesidad y que estas actuaciones realizadas conforman la 
investigación preparatoria, es por ello que dichas actuaciones no podrán repetirse una vez 
formalizada la investigación. Normativamente, el Código Procesal Penal de 2004 en su Art. 
N° 330 inc. 2 indica que con las diligencias preliminares se busca realizar actos de urgencia 
que no se puede aplazar orientados a precisar si han sucedido o no los hechos puesto a 
conocimiento, así como determinar si constituye o no delito, cautelar los elementos 
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materiales de su comisión e individualizar a los presuntos autores y agraviados, debiendo 
asegurarlas conforme a ley. 
En relación a plazo de duración, existe un plazo legal y un plazo jurisprudencial, el 
plazo legal está previsto en el Art. N° 334 inc. 2 del CPP del 2004, el mismo que es de 60 
días, salvo que se produzca la detención de una persona, sin embargo el fiscal podrá fijar un 
plazo distinto dependiendo de la complejidad y circunstancias de los hechos materia de 
investigación. Asimismo, en cuanto al plazo jurisprudencial es máximo 120 días para casos 
simples, máximo 8 meses para casos complejos y máximo 36 meses para casos de crimen 
organizado; pues en ningún caso el plazo de las diligencias preliminares o investigación 
preliminar debe ser mayor al plazo de la investigación preparatoria, pues debemos precisar 
que los plazos de ésta son los siguientes: a) para casos simples 120 días, prorrogables por 2 
meses más sin necesidad de solicitar al órgano jurisdiccional; b) para casos complejos 8 
meses, prorrogables por 8 meses más previa solicitud al órgano jurisdiccional y c) para casos 
de criminalidad organizada el plazo es de 36 meses, prorrogables por 36 meses más previa 
solicitud a juez de investigación preparatoria. 
Los plazos de la investigación preliminar no siempre fueron así, pues sucede que con 
el Código de Procedimientos Penales de 1940 no existía un plazo límite sino que una 
investigación preliminar podía durar muchos años; ya con el Código Procesal Penal de 2004 
en el Art. N° 334 inc. 2 se fija como plazo de 20 días, posteriormente los plazos fueron 
progresivamente variando mediante diversas sentencias casatorias, tales como: Casación N° 
2-2008-La Libertad, Casación N° 318-2011-Lima, Casación N° 144-2012-Ancash y la 
Casación N° 599-2018-Lima. 
Dentro de este marco Cabanellas (2008), define al vocablo investigación como la 
acción de indagar, averiguar, buscar e inquirir sobre algo que se desconoce, en tal sentido, 
por mandato del Art. 159° num. 4 de la Constitución Política, corresponde al Ministerio 
Público dirigir desde el inicio la investigación del evento delictuoso, contando para ello con 
el apoyo de la Policía Nacional, y de conformidad con la Casación N° 599-2018-Lima, 
(fundamento jurídico 2.1.10) el plazo de la investigación preliminar o diligencias 
preliminares en los casos de criminalidad organizada no deberá exceder los 36 meses. 
Respecto al tratamiento procesal de las diligencias preliminares del delito de 
enriquecimiento ilícito, debemos indicar que la regla general es que en todos los delitos, 
desde las diligencias preliminares está a cargo de un fiscal provincial, esto es, si se trata de 
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un delito común será un fiscal provincial penal común, en delitos de contra la administración 
pública será un fiscal provincial penal especializado en delitos cometidos por funcionarios 
públicos, en delitos de lavado de activos corresponderá a un fiscal provincial especializado 
en delitos de lavado de activos, en delitos cometidos por organizaciones criminales será un 
fiscal especializado en criminalidad organizada, sin embargo la excepción es el delito de 
enriquecimiento ilícito Art. 401° CP, en donde la realización de las diligencias preliminares 
lo lleva a cabo el Fiscal de la Nación en mérito al Art. 41° de la Constitución Política del 
Estado.  
En relación al delito de enriquecimiento ilícito, mucho ha escrito la doctrina, así Abad 
(2019), sostiene que en un sistema económico capitalista en lícito que toda persona procure 
enriquecerse siempre que en el camino de su obtención no se atente contra bienes jurídicos 
de otras personas, en tal sentido el vocablo enriquecimiento alude a un estado económico de 
incremento objetivo del peculio o activos de una persona, o la disminución de pasivos al 
cancelar obligaciones de sus acreedores y que el lucro puede recaer a título personal o de 
otras gentes. Por su parte, Perez (2012), argumenta que el amparo de convertir en delito al 
enriquecimiento ilícito ha descansado básicamente en criterios de necesidad de sancionar 
con una pena, con la finalidad de evitar vacíos de sanción a funcionarios que luego de 
finalizar en el ejercicio de un cargo, muestren un evidente patrimonio que no guarda armonía 
con sus ingresos obtenidos legítimamente, y sin que se pueda probar que haya perpetrado 
otro ilícito penal contra la administración pública. Hernández (2006), agrega que en este 
delito se ha establecido un camino consistente en que el Estado no debe probar la sospecha 
de enriquecimiento ilícito del funcionario público, sino que se le exige al sospechoso, 
funcionario o investigado la labor de acreditar su inocencia, ello implica una evidente 
inversión de la carga de la prueba. 
Desde nuestro punto de vista, el delito de enriquecimiento ilícito es un delito de 
infracción del deber, dado que todo funcionario o servidor público tiene el deber de cautelar 
los bienes del Estado, particularmente aquellos que se les encarga o está bajo su custodia y 
debe desempeñar las funciones de su cargo salvaguardando la confianza que el Estado 
depositó en él, el no hacerlo, implica defraudar a la confianza e infringir sus deberes como 
o servidor público. Asimismo, tal como está redactado este delito en el Art. 410 del CP, 
aparentemente sería un delito que sólo podría ser cometido por una persona cualificada, vale 
decir, por un funcionario o servidor público al tratarse de un delito especial, sin embargo en 
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aplicación del Art. 25 del CP, no hay óbice para que los extraneus (extraños), terceros o 
particulares respondan a título de cómplice o partícipe, siempre que éste último haya 
participado en hechos acontecidos en el lapso que el funcionario desempeñó sus funciones. 
Sin embargo, de conformidad a la ejecutoria suprema R.N.N° 1051-2011-Lima, si 
con posterioridad al ejercicio del cargo del funcionario público, el particular contribuye o 
participa en acciones de ocultar la riqueza obtenida ilícitamente, ello no constituye 
complicidad del delito de enriquecimiento ilícito, dado que el funcionario ya dejo de ser 
funcionario, consecuentemente el tercero o particular responderá por cualquier otro delito 
como receptación, lavado de activos, etc., pero no de enriquecimiento ilícito dado que ya se 
perpetró, (fundamento tercero, literal E del votos de Lecaros Cornejo y Barrios Alvarado). 
El hecho ha quedado plenamente esclarecido con el Acuerdo Plenario N° 3-2016/CJ-
116, que en fundamento jurídico 14 ha establecido que en la actualidad, dogmáticamente no 
hay discusión respecto al título de imputación que es aplicable al extraneus en el delito de 
enriquecimiento ilícito, vale decir, lo accesorio de su intervención en el evento delictivo, a 
menudo lo ubicará en el mismo título de imputación del funcionario o servidor público, esto 














Sánchez (2019), señal que se entiende por método al hecho de organizar de forma sucesiva 
datos y realizar aplicaciones que revistan de objetividad a la investigación, por lo que la 
metodología supone   realizar un conjunto de pasos racionales con la finalidad de lograr una 
cognición de alto nivel de certeza; por su parte Ñaupas, Mejía, Novoa y Villagómez (2013), 
precisa que el método científico no se limita a un grupo de reglas que informan sobre la 
secuencia a seguir en un trabajo de investigación, sino que es más que eso, dado que 
comprende principios, leyes, teorías y otros conceptos, en donde sus elementos nucleares 
son los principios filosóficos, leyes universales del materialismo dialéctico e histórico, 
teorías científicas específicas pertenecientes a cada ciencia, así como métodos, técnicas e 
instrumentos. 
En palabras de Solís (2008), método en términos generales significa camino o 
sendero que nos lleva hacia la obtención de un objetivo trazado.  En tal sentido en la presente 
investigación utilizaremos los métodos inductivo, deductivo, argumentativo y sociológico. 
2.2 Tipo de estudio 
En el presente trabajo el tipo básico y de enfoque cualitativo, dado que radica en describir la 
realidad actual en relación al tratamiento procesal de las diligencias preliminares llevadas a 
cabo en la Fiscalía de la Nación sobre el delito de enriquecimiento ilícito, así como recolectar 
posiciones jurídicas y opiniones de los distintos juristas, referido a las categorías jurídicas 
del presente trabajo, y al tratarse de una investigación cualitativa obviaremos realizar análisis 
de datos estadísticos y numéricos, toda vez que este tipo con señala Sánchez (2019), analiza 
las cualidades de un objeto, no se basa en datos estadísticos, permite la subjetividad y el 
estudio es inductivo (p.37). 
2.3 Diseño de investigación 
En el presente trabajo, el diseño de la investigación es no experimental, explorativo, 
descriptivo y hermenéutico, dado que se interpreta las normas, doctrina, jurisprudencia e 
instituciones jurídicas relacionadas con el objeto de estudio del presente trabajo. 
11 
 
2.4 Escenario de estudio 
El escenario de estudio es el Distrito Fiscal de Lima Centro, específicamente el Área de 
Enriquecimiento Ilícito y Denuncias Constitucionales, que es una oficina adscrita al 
despacho del Fiscal de la Nación, encargada de llevar a cabo las diligencias preliminares 
contra funcionarios y servidores públicos por el presunto delito de enriquecimiento ilícito, 
provenientes de todo el Perú. 
2.5 Participantes 
 Los participantes de la presente investigación, son connotados magistrados, dado que hemos 
procurado hacer participar a Fiscales y asistentes fiscales que laboran en el Área de 
Enriquecimiento Ilícito y Denuncias Constitucionales de la Fiscalía de la Nación, 
particularmente hemos procurado involucrar al jefe de dicha área, así como destacados 
Jueces y Secretarios del Poder Judicial de amplia trayectoria académica y laboral, desde 
luego, todos especialistas en derecho Penal y Procesal Penal. Así tenemos: 04 Fiscales, 02 




Tabla 1.  
Presentación de los expertos entrevistados 
N° Experto Cargo 
 01 Alcides Mario CHINCHAY CASTILLO 
Fiscal Adjunto Supremo (T) de la Segunda 
Fiscalía Suprema Transitoria Especializada 
en Delitos Cometidos por Funcionarios 
Públicos. 
 02 Jacqueline DEL POZO CASTRO 
Fiscal Adjunta Suprema (P) de la Primera 
Fiscalía Suprema en lo Penal. 
 03 Luzgardo Ramiro GONZÁLES RODRÍGUEZ 
Fiscal Adjunto Supremo (P) Coordinador 
del Área de Enriquecimiento Ilícito y 
Denuncias Constitucionales de la Fiscalía 
de la Nación. 
 04 Luis Felipe ZAPATA GONZÁLES 
Fiscal Adjunto Superior (T) de la Segunda 
Fiscalía Suprema Transitoria Especializada 
en Delitos Cometidos por Funcionarios 
Públicos. 
 05 Carlos Alberto PONCE BRIONES 
Abogado del Sexto Despacho de la 
Segunda Fiscalía Especializada en Delitos 
Cometidos por Funcionarios Públicos de 
Lima. 
 06  Grateli SOTO BINGOLEA 
Asistente de la de la Segunda Fiscalía 
Suprema Transitoria Especializada en 
Delitos Cometidos por Funcionarios 
Públicos. 
 07  Mirko ESCOBAR COTERA 
Asistente del Área de Enriquecimiento 
Ilícito y Denuncias Constitucionales de la 
Fiscalía de la Nación. 
 08  Carlos Segundo VENTURA CUEVA 
Juez Superior de la Cuarta Sala Penal con 
Reos en Cárcel de Lima. 
 09  Flor De María POMA VALDIVIESO 
Juez Superior de la Tercera Sala Penal con 
Reos Libres de Lima. 
 10  María Del Carmen BOCANEGRA POEMAPE 
Secretaria Judicial de la Cuarta Sala Penal 
con Reos en Cárcel de Lima. 
Fuente: elaboración propia 
 2.6 Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
En relación a la técnica utilizada para recoger información sobre el tratamiento procesal de 
las diligencias preliminares en delito de enriquecimiento ilícito, llevadas a cabo por el Fiscal 
de la Nación, se ha utilizado la entrevista, que en palabras de Ñaupas, Mejía, Novoa y 
Villagómez (2013), es un tipo de diálogo realizado formalmente entre quien investiga y el 
entrevistado o quien brinda la información, es una forma de encuestar consistente en 
interrogar verbalmente con el propósito de conseguir información con la finalidad de 
corroborar las hipótesis de trabajo (p.183). 
En lo concerniente al instrumento, hemos utilizado la guía de entrevista que consiste 
en 10 preguntas de tipo abierto referidas al tema de estudio del presente trabajo, las mismas 
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que serán contestadas o desarrolladas por los expertos en el tema al plasmar sus opiniones 
jurídicas en cada una de las preguntas. 
El instrumento empleado será sometido a los expertos para ser llenados de contenido 
en cada interrogante, y para darle validez a cada instrumento, éste deberá ser suscrito en la 
parte final con nombre y sello del experto. 
Otro instrumento que empleado en el presente trabajo es la técnica de análisis 
documental, esto es, los extractos más relevantes de las distintas fuentes de información, 
tales como: libros, revistas, artículos, leyes, jurisprudencias, doctrina, entre otras fuentes. 
2.7 Procedimiento 
En la presente investigación, el procedimiento utilizado para analizar la información 
recabada en las entrevistas brindada por los expertos en el desarrollo del presente trabajo, se 
ha realizado mediante categorías y subcategorías; y para la recolección de la información 
nos hemos constituído en las instalaciones del Área de Enriquecimiento Ilícito y Denuncias 
Constitucionales de la Fiscalía de la Nación, que funciona en el piso 10 de la sede central 
del Ministerio Público – Fiscalía de la Nación, ubicado en la cuadra 5 sin número de la 
avenida Abancay en el centro de Lima, así como también a las sedes del Poder Judicial del 


















Tabla 2.  
Operacionalización de Categorías 
CATEGORÍAS SUBCATEGORÍAS 
FUENTE 









Pluralidad de instancia 
Elevación de actuados 
Distrito Fiscal 



























































Fuente: elaboración propia 
2.8 Método de análisis de información 
Para analizar el acervo de la información del presente trabajo de investigación, se ha 
empleado los siguientes métodos: 
Método Analítico 
Este método es importante porque nos ha permitido descomponer cada categoría en sub 
categorías, con el propósito de lograr un mejor estudio de cada una de ellas y así lograr el 
resultado esperado. 
Método Comparativo 
Se aplicó para comparar los distintos resultados obtenidos de los expertos mediante las 
entrevistas, así como las distintas opiniones doctrinarias de los juristas consultados sobre 
nuestra materia de estudio. 
Método Dogmático 
Este método nos permitió analizar y criticar los axiomas jurídicos penales referidos a 





Permite describir los diversos puntos de vista de los expertos entrevistados, así como de los 
juristas consultados y citados en la presente investigación, para poder explicar los aspectos 
medulares que están en consonancia con nuestro objetivo. 
Método inductivo 
Mediante este método pudimos arribar a conclusiones generales a partir de casos 
particulares, vale decir, mediante este método se parte de lo específico a lo habitual o general. 
2.9 Aspectos éticos 
En la adquisición de información se han observado rigurosamente las normas jurídicas, 
éticas, el derecho de autor, no se incurrió en plagio, se consideró la objetividad de la 
información; es así que el presente trabajo de investigación cumple con las exigencias 
formales y rigor científico para la comunidad académica científica, dado las fuentes de 
información tales como: artículos científicos, libros, tesis y otros, han sido debidamente 
citados de acuerdo a las normas APA. Asimismo, la información recolectada en el campo a 
los expertos entrevistados, es leal y fidedigna por la técnica de recolección utilizada, lo que 
hace al presente trabajo cumplir con los criterios de credibilidad, transferibilidad y 





3.1. Descripción de los resultados 
En el presente trabajo de investigación, para la recolección de información de los expertos 
se ha utilizado la técnica de la entrevista a través de una guía de entrevista, cuyas preguntas 
fueron planteadas en el objeto de la investigación; asimismo, se utilizó la técnica de análisis 
documental, ello con el propósito de lograr los objetivos trazados del presente trabajo. 
Con relación al objetivo general, Analizar el tratamiento procesal de las diligencias 
preliminares en el delito de Enriquecimiento Ilícito. 
Categoría N° 01: Diligencias preliminares 
Subcategorías: Definición, Opinión jurídica, Tratamiento procesal, Pluralidad de instancia 
y Elevación de actuados. 
Subcategoría Definición: ¿Cómo define Ud., las diligencias preliminares del delito de 
enriquecimiento ilícito? ¿Cuál es el tratamiento procesal que se le da?. 
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Tabla 3.  
Subcategoría Definición 
Experto Cargo Respuestas 
CHINCHAY (2019) Fiscal 
Son actos de investigación, urgentes e inaplazables para 
determinar la presunción de enriquecimiento ilícito, que 
está a cargo de una unidad especializada de la Fiscalía de 
la Nación.  
DEL POZO (2019) Fiscal 
Son actos urgentes e inaplazables que se efectúan para 
verificar si ha tenido lugar la comisión del delito de 
enriquecimiento ilícito e individualizar a los involucrados.  
GONZÁLES (2019) Fiscal 
La definición de diligencias preliminares según el Código 
Procesal Penal es válida para todos los delitos, en el caso 
del delito de enriquecimiento ilícito, está a cargo de la 
Fiscalía de la Nación.  
ZAPATA (2019)  Fiscal 
Las diligencias preliminares son necesarias para recabar 
información sobre el origen del patrimonio cuestionado y 
está a cargo de la Fiscalía de la Nación.  
PONCE (2019)  Abogado 
Es una fase pre procesal en la que se busca obtener una 
sospecha reveladora de la comisión del delito de 
enriquecimiento ilícito y su tratamiento está en el Código 
Procesal Penal del 2004.  
SOTO (2019)  Asistente 
Son actos urgentes e inaplazables para determinar si han 
tenido lugar los hechos, cuando se presume 
enriquecimiento ilícito, tiene un tratamiento especial por 
ser el competente para formular cargos, el Fiscal de la 
Nación.  
ESCOBAR (2019)  Asistente 
Son diligencias, acorde a la Constitución, penal y procesal 
vigente, el tratamiento procesal se encuentra amparado en 
el artículo 41° de la Constitución y el artículo 401 del 
Código Penal.  
VENTURA (2019)  Juez 
Son actos de investigación urgentes para determinar si han 
tenido lugar los hechos denunciados, asegurar los 
elementos materiales e individualizar a los involucrados, 
lo realiza el Fiscal de la Nación.  
POMA (2019)  Jueza 
En este tipo de delito, están destinadas a demostrar el 
desbalance patrimonial a través de pericias contables. Es 
importante desde esta etapa considerar la prueba indiciaria 
y está contemplado en la primera parte del Código Procesal 
Penal.  
BOCANEGRA (2019)  Secretaria 
Actos urgentes que realiza el Fiscal para determinar si el 
hecho constituye delito e individualizar al presunto autor 
del delito de enriquecimiento ilícito, y lo realiza el Fiscal 
de la Nación.  






La mayoría de los expertos coinciden en definir de manera taxativa a las diligencias 
preliminares del delito de enriquecimiento ilícito, como actos urgentes e inaplazables y que 
están a cargo de la Fiscalía de la Nación; Ponce señala que es una fase pre procesal que busca 
obtener una sospecha reveladora de enriquecimiento ilícito, por su parte Escobar manifiesta 
que son diligencias acorde a la Constitución que el tratamiento procesal se encuentra 
amparado en el artículo 41° de la Constitución y el artículo 401 del Código Penal, asimismo, 
Poma indica que en este delito las diligencias preliminares están destinadas a demostrar el 
desbalance patrimonial a través de pericias contables. 
Subcategoría Opinión Jurídica: ¿Cuál es su opinión respecto a la regulación de las 
diligencias preliminares del delito de enriquecimiento ilícito tipificado en el Artículo 401° 
del Código Penal?. 
Tabla 4.  
Subcategoría Opinión Jurídica 
Experto Cargo Respuestas 
CHINCHAY (2019) Fiscal 
Está mal diseñado, debería investigarse en las fiscalías 
provinciales como los demás delitos. 
DEL POZO (2019) Fiscal 
No existe regulación especial para este delito, sino que se 
rige por las normas generales, salvo el fiscal que investiga 
que es el Fiscal de la Nación.  
GONZÁLES (2019) Fiscal No hay diferencia con relación a otros delitos. 
ZAPATA (2019)  Fiscal 
Considera que debería estar a cargo de la Fiscalía de 
Lavado de Activos. 
PONCE (2019)  Abogado 
Se encuentra conforme a lo establecido en el Código 
Procesal Penal. 
SOTO (2019)  Asistente 
Debería modificarse el segundo párrafo del artículo 41° de 
la Constitución Política. 
ESCOBAR (2019)  Asistente 
Su regulación es acorde a la excepcionalidad del delito de 
enriquecimiento ilícito.  
VENTURA (2019)  Juez 
Debería estar a cargo del Fiscal Provincial Especializado 
en Delitos Cometidos por Funcionarios Públicos. 
POMA (2019)  Jueza 
Está a cargo del Ministerio Público quien se basa en 
documentos para la elaboración de la pericia. 
BOCANEGRA (2019)  Secretaria 
Debería ser realizada por un Fiscal Provincial y no por el 
Fiscal de la Nación. 






En esta pregunta 4 expertos precisan que debe ser el Fiscal Provincial quien debe llevar a 
cabo las diligencias preliminares, manifestando con ello que se encuentra mal regulado, igual 
parecer tiene Soto cuando indica que debería modificarse el artículo 41 de la Constitución; 
Gonzales, Ponce y Escobar, señalan que el tratamiento de las diligencias preliminares 
es igual a los demás delitos, con la aclaración que hace Del Pozo que en este delito las realiza 
el Fiscal de la Nación; por su parte Poma solo indica que está a cargo del Ministerio Público. 
Subcategoría Tratamiento Procesal: ¿Considera que está bien el tratamiento procesal que se 
le da actualmente a las diligencias preliminares del delito de enriquecimiento ilícito? ¿o 
debería realizarse alguna modificación normativa para darle el mismo tratamiento procesal 
de los demás delitos?. 
Tabla 5.  
Subcategoría Tratamiento Procesal 
Experto Cargo Respuestas 
CHINCHAY (2019) Fiscal 
El tratamiento debe ser el mismo de los demás delitos, esto 
es, que sean realizadas por las fiscalías provinciales.    
DEL POZO (2019) Fiscal 
Debe modificarse para que el Fiscal de la Nación  conozca 
solo casos de aforados y no de cualquier servidor   
GONZÁLES (2019) Fiscal 
Según el artículo 41° de la constitución, es el Fiscal de la 
Nación quien formula cargos, ello no implica  
necesariamente que sea quien realice las diligencias 
preliminares.   
ZAPATA (2019)  Fiscal 
Debe modificarse el artículo 41° de la Constitución para 
que las diligencias preliminares sean realizadas por un 
Fiscal Provincial Especializado. 
PONCE (2019)  Abogado Debería ser visto por el Fiscal Provincial Anticorrupción. 
SOTO (2019)  Asistente 
No está bien el tratamiento actual y debería crearse 
Fiscalías Provinciales Especializadas en Enriquecimiento 
Ilícito.   
ESCOBAR (2019)  Asistente El tratamiento actual no es el óptimo pero si el adecuado. 
VENTURA (2019)  Juez 
No está bien el tratamiento actual, talvez 27 años atrás sí, 
pero la realidad actual nos dice lo contrario.   
POMA (2019)  Jueza Debería estar acorde  a su naturaleza y al caso concreto. 
BOCANEGRA (2019)  Secretaria 
Debería tratarse como a los demás delitos, y para ello debe 
modificarse el artículo 41 de la Constitución. 






En relación a esta pregunta, 9 expertos coinciden en señalar las diligencias preliminares en 
el delito de enriquecimiento ilícito no debe estar en manos del Fiscal de la Nación, sino a 
cargo de un Fiscal Provincial, salvo Poma que señala que debe atenderse acorde a su 
naturaleza y al caso concreto, pero al interpretar a éste último, se colige que dada la 
naturaleza del delito de enriquecimiento ilícito correspondería ser conocido desde el inicio 
por un Fiscal Provincial Especializado, con lo que se concluye que todos los expertos 
comparten la misma idea. 
Subcategoría Pluralidad de Instancia: ¿Según su criterio y experiencia, considera que 
debería existir pluralidad de instancia desde las diligencias preliminares en la investigación 
del delito de enriquecimiento ilícito? ¿Explique por qué?. 
Tabla 6.  
Subcategoría Pluralidad de Instancia 
Experto Cargo Respuestas 
CHINCHAY (2019) Fiscal 
Existen razones para pensar que no tomando en cuenta el 
FJ N° 25 de la STC 4235-2010-PHC/TC, esto es, las 
decisiones no comprendidas en este fundamento pueden o 
no ser impugnados; pero también hay razones para pensar 
que sí, y este último es por razones de igualdad. 
DEL POZO (2019) Fiscal 
No existe una instancia superior para recurrir, pero debería 
realizarse una modificación normativa para que se pueda 
recurrir.  
GONZÁLES (2019) Fiscal 
Si debería, siempre en cuando las diligencias preliminares 
las realicen los Fiscales Provinciales. 
ZAPATA (2019)  Fiscal 
Si debería existir pluralidad de instancia para garantizar el 
debido proceso. 
PONCE (2019)  Abogado 
Si bebería, dado que debe primar el principio de recurrir 
que le asiste  las partes. 
SOTO (2019)  Asistente 
Si debería existir pluralidad de instancia desde las 
diligencias preliminares. 
ESCOBAR (2019)  Asistente 
El fundamento de la pluralidad de instancia es la 
falibilidad, sin embargo al tratarse del máximo 
representante del Ministerio Público, ésta está superada.  
VENTURA (2019)  Juez 
Sí, para ello es necesario que las diligencias preliminares 
las haga un Fiscal Provincial Anticorrupción.  
POMA (2019)  Jueza 
Sí, dado que la pluralidad de instancia es una garantía del 
debido proceso. 
BOCANEGRA (2019)  Secretaria 
 Sí, y para ello debe modificarse la Constitución y quien 
realice las diligencias preliminares sea un Fiscal 
Provincial.  




En esta pregunta, 9 expertos coinciden en señalar que sí debería existir pluralidad de 
instancia en las diligencias preliminares en el delito de enriquecimiento ilícito, por ser una 
garantía del debido proceso, pero para ello es necesario hacer una modificación normativa 
para que sea un Fiscal Provincial quien investigue desde las diligencias preliminares; el 
experto Escobar es la excepción al señalar que la pluralidad de instancia se encuentra 
superada al tratarse de una decisión del máximo representante del Ministerio Público. 
Subcategoría Elevación de Actuados: ¿Precise Ud. Si debería solicitarse la elevación de 
actuados ante las decisiones de archivo de las diligencias preliminares emitidas por el Fiscal 
de la Nación en el delito de enriquecimiento ilícito?. 
Tabla 7.  
Subcategoría Elevación de Actuados 
Experto Cargo Respuestas 
CHINCHAY (2019) Fiscal 
Si debería solicitarse elevación de actuados por el pésimo 
diseño, y podría ser la Junta de Fiscales Supremos quien 
conozca en segunda instancia, pero en estricto, ninguno de 
los dos están para estas cosas.  
DEL POZO (2019) Fiscal 
Tendría que normarse porque tal como está ahora no existe 
un órgano que revise las disposiciones de archivo. 
GONZÁLES (2019) Fiscal 
Mientras las diligencias preliminares las vea el Fiscal de la 
Nación no es posible porque no hay instancia superior, la 
Junta de Fiscales Supremos no es competente para ello. 
ZAPATA (2019)  Fiscal 
En la actualidad no es posible la elevación de actuados 
contra los pronunciamientos de la Fiscalía de la Nación, en 
su defecto podría ser la Junta de Fiscales supremos ver en 
segunda instancia.  
PONCE (2019)  Abogado 
Si se debería a efectos de obtener una resolución más 
acorde a derecho. 
SOTO (2019)  Asistente 
Si, y lo debería solicitar el Procurador encargado de 
enriquecimiento ilícito. 
ESCOBAR (2019)  Asistente 
No, debido a su excepcionalidad y legitimación político 
criminal. 
VENTURA (2019)  Juez 
Sí, y se podría aplicar supletoriamente el 2° párrafo del 
Art. 6° de la Resolución N° 424-2019-MP-FN de fecha 04 
de marzo de 2019. 
POMA (2019)  Jueza Sí debería solicitarse la elevación de actuados. 
BOCANEGRA (2019)  Secretaria 
Tal como está regulado no se puede al no existir una 
instancia superior, de ahí la importancia que el Fiscal de la 
Nación no conozca las diligencias preliminares.  




Al analizar esta pregunta, se verifica que 8 expertos manifiestan que sí debería solicitarse la 
elevación de actuados, pero que no existe una instancia superior competente y que es 
necesario hacer una modificación normativa para que el Fiscal de la Nación no sea quien 
investigue; en el mismo sentido Ventura señala que sí pero a diferencia de los demás precisa 
que se podría aplicar supletoriamente el 2° párrafo del Art. 6° de la Resolución N° 424-2019-
MP-FN de fecha 04 de marzo de 2019, esta resolución indica que la Primera Fiscalía 
Suprema en lo Penal de conocer en 2da instancia las decisiones de la Fiscalía de la Nación. 
Excepcionalmente, Escobar refiere que no es posible, dado su excepcionalidad y 
legitimación político criminal. 
Categoría N° 02: Enriquecimiento Ilícito 
Subcategorías: Definición, Servidor o funcionario público, Desbalance patrimonial, 




Subcategoría Definición: ¿Cómo define Ud., al delito de enriquecimiento ilícito? 
Tabla 8.  
Subcategoría Definición 
Experto Cargo Respuestas 
CHINCHAY (2019) Fiscal 
El enriquecimiento ilícito no consiste en una acción, sino 
en una situación que consiste en que el funcionario público 
tenga activos o haya extinguido pasivos en una proporción 
que no se condice con sus ingresos lícitos. 
DEL POZO (2019) Fiscal 
Consiste en que un servidor o funcionario público, 
abusando de su cargo incrementa ilícitamente su 
patrimonio, respecto de sus ingresos.  
GONZÁLES (2019) Fiscal 
Conforme al Art. 401° del Código Penal, no se puede 
agregar o quitar nada más. 
ZAPATA (2019)  Fiscal 
Cuando el aumento de los bienes o del gasto económico 
del servidor o funcionario público, es superior o mayor a 
sus ingresos.  
PONCE (2019)  Abogado 
Es un delito de corrupción de funcionarios, donde se 
castiga el incremento injustificado del patrimonio de un 
funcionario público.  
SOTO (2019)  Asistente 
Es el desbalance patrimonial evidente de un servidor o 
funcionario público, haciendo uso y abuso de su cargo. 
ESCOBAR (2019)  Asistente 
Delito contra la administración pública que se sanciona el 
incremento patrimonial injustificado de fuente 
desconocida con abuso del cargo. 
VENTURA (2019)  Juez 
Es delito especial que consiste en el incremento no 
justificado del patrimonio del servidor o funcionario 
público, con ocasión del desempeño de su cargo público. 
POMA (2019)  Jueza 
Es un delito especial propio que consiste en el incremento 
ilícito del patrimonio respecto de los ingresos legítimos, y 
conforme a la modificación del D.L. N° 1243, solo puede 
cometerlo quien tenga la calidad de funcionario público.  
BOCANEGRA (2019)  Secretaria 
Se da cuando un funcionario o servidor público se 
enriquece abusando de su función y con ello genera un 
desbalance patrimonial. 
Fuente: elaboración propia 
Análisis Interpretativo 
Respecto a este punto, todos los expertos coinciden en señalar que el delito de 
enriquecimiento ilícito se da cuando el servidor o funcionario público, abusando de su cargo 
se enriquece ilícitamente, si bien Gonzales, se limita a citar el Art. 401 del Código Penal, es 
precisamente porque este artículo describe en los mismos términos al delito de 
enriquecimiento ilícito.  
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Subcategoría Servidor o Funcionario Público: ¿Solo un servidor o funcionario público puede 
cometer el delito de enriquecimiento ilícito, o también lo pueden cometer personas 
particulares?. 
Tabla 9.  
Subcategoría Servidor o Funcionario Público 
Experto Cargo Respuestas 
CHINCHAY (2019) Fiscal 
Si pueden cometer los particulares pero a título de 
partícipes, más no como autores. 
DEL POZO (2019) Fiscal 
No pueden cometer este delito los particulares porque el 
Art. 401 del Código Penal solo comprende al funcionario 
o servidor público. 
GONZÁLES (2019) Fiscal Solo puede cometerlo un servidor o funcionario público. 
ZAPATA (2019)  Fiscal Solo el servidor o funcionario público. 
PONCE (2019)  Abogado Solo funcionarios o servidores públicos. 
SOTO (2019)  Asistente 
Solo funcionarios y servidores públicos por ser un delito 
especial. 
ESCOBAR (2019)  Asistente 
Sí lo pueden cometer los particulares porque la 
participación en este delito está permitido tanto por la 
doctrina y la jurisprudencia. 
VENTURA (2019)  Juez 
Sí pueden cometer también los particulares pero a título de 
cómplices del delito de enriquecimiento ilícito. 
POMA (2019)  Jueza 
Tal como está redactado el Art. 401 del Código Penal, 
pareciera que no podrían cometer los particulares, sin 
embargo de acuerdo al Acuerdo Plenario Nº 3-2016, el 
extraneus o particular si puede ser partícipe de este delito. 
BOCANEGRA (2019)  Secretaria 
Solo los servidores o funcionarios públicos pueden ser 
autores y los extraneus si lo hacen pero como cómplices. 
Fuente: elaboración propia 
Análisis Interpretativo 
Luego de analizar los resultados de esta pregunta se verifica que los expertos están divididos, 
dado que, 5 consideran que solo puede cometer el delito de enriquecimiento ilícito los 
servidores o funcionarios públicos y 5 consideran que particular también conocido como 
extraneus, sí puede cometer este delito, pero a título de cómplice, toda vez que en este delito 






Subcategoría Desbalance Patrimonial: ¿Cuándo se considera que existe un desbalance 
patrimonial en un servidor o funcionario público?. 
Tabla 10.  
Subcategoría Desbalance Patrimonial 
Experto Cargo Respuestas 
CHINCHAY (2019) Fiscal 
Por el principio de relevancia, el desbalance que presenta 
el servidor o funcionario público entre lo que tiene y lo que 
debió producto de lo obtenido legítimamente, debe ser una 
cantidad significativa para considerar que se enriqueció, 
dado que nadie se enriquece con S/ 200.00 demás.   
DEL POZO (2019) Fiscal 
Cuando existe un incremento de ingresos muy superior al 
que se tenía habitualmente o cuando el gasto es mucho 
mayor a lo que se recibe por ingresos. 
GONZÁLES (2019) Fiscal 
Cuando financiera y contablemente así se determine, la 
diferencia entre ingresos y egresos. 
ZAPATA (2019)  Fiscal 
Es cuando el aumento del patrimonio o sus gastos en 
relación a su declaración jurada de bienes y rentas, es 
notoriamente superior al que haya podido obtener de su 
sueldo u otros ingresos legalmente percibidos.   
PONCE (2019)  Abogado 
Cuando ostenta patrimonio que no coinciden con sus 
ingresos o cuando cancela deudas que no se condicen con 
sus ingresos. 
SOTO (2019)  Asistente 
Cuando se presenta un incremento progresivo de cifras en 
el rubro bienes, desde que el ciudadano común y silvestre 
asume cargos públicos como funcionario o servidor.  
ESCOBAR (2019)  Asistente 
Cuando sus activos o sus pasivos no se encuentran 
justificados con sus ingresos regulares percibidos.  
VENTURA (2019)  Juez 
Cuando los ingresos no corresponden al obtenido por 
desempeño del cargo y no se acredita que se obtuvieron 
lícitamente. 
POMA (2019)  Jueza 
Cuando no se ha logrado acreditar a través del traslado de 
la prueba los ingresos.    
BOCANEGRA (2019)  Secretaria 
Cuando los ingresos son mayores a los obtenidos por 
ejercicio del cargo y no se justifica el excedente. 
Fuente: elaboración propia 
Análisis Interpretativo 
Luego de analizar la pregunta se advierte que todos los entrevistados concluyen que el 
servidor o funcionario público, presentará desbalance patrimonial cuando su patrimonio, 
activos o deudas canceladas no correspondan a lo que realmente percibe legítimamente por 
desempeño del cargo público; Chinchay, hace la precisión que para considerar que el 
funcionario o servidor se ha enriquecido, por el principio de relevancia, la diferencia debe 
ser de una cantidad significativa y no una cantidad ínfima o insignificante. 
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Subcategoría Justificación Patrimonial: ¿Cómo se acredita la justificación patrimonial en 
un servidor o funcionario público? 
Tabla 11.  
Subcategoría Justificación Patrimonial 
Experto Cargo Respuestas 
CHINCHAY (2019) Fiscal 
Se acredita mediante medios formales, tales como 
préstamos bancarios, herencia o legado, prestación de un 
servicio privado como la docencia, por escribir un libro, 
percepción de intereses por cuenta a plazo fijo. 
DEL POZO (2019) Fiscal 
Se acredita con la declaración jurada de bienes y rentas y 
documentación que la sustente. 
GONZÁLES (2019) Fiscal Se acredita contablemente. 
ZAPATA (2019)  Fiscal Se acredita a través de sus ingresos legales y/o declarados. 
PONCE (2019)  Abogado 
Se acredita a través de sus ingresos y egresos en un 
determinado periodo de tiempo. 
SOTO (2019)  Asistente 
Se acredita con la declaración jurada de bienes y rentas 
presentada ante la Contraloría. 
ESCOBAR (2019)  Asistente 
Se acredita con los elementos obtenidos que den cuenta de 
sus ingresos y egresos dentro de un determinado periodo 
vinculado a su función. 
VENTURA (2019)  Juez 
Se realiza con un informe o pericia contable que acredite 
que el patrimonio o ingresos acumulados corresponden a 
lo obtenido lícitamente en el desempeño del cargo.   
POMA (2019)  Jueza 
Se acredita con las boletas de pago, con las declaraciones 
de pago de impuestos ante la SUNAT, y otra 
documentación que permita probar sus rentas. 
BOCANEGRA (2019)  Secretaria Se acredita con una pericia contable. 
Fuente: Elaboración propia 
Análisis Interpretativo 
En esta pregunta se advierte que todos los expertos comparten la misma idea, al indicar que 
un funcionario o servidor público debe justificar sus ingresos o su patrimonio, mediante 
instrumentos formales, como documentos, declaraciones juradas, declaraciones ante la 
SUNAT y contablemente. 
Subcategoría Configuración: ¿Qué presupuestos deben concurrir para la configuración del 





Tabla 12.  
Subcategoría Configuración 
Experto Cargo Respuestas 
CHINCHAY (2019) Fiscal 
Que al funcionario se le demuestre que tiene más 
patrimonio durante su desempeño como funcionario, del 
que pueda explicarse con sus ingresos legítimos.  
DEL POZO (2019) Fiscal 
Abuso del cargo público, incremento ilícito del patrimonio 
respecto de los ingresos percibidos e  incremento ilícito de 
los gastos. 
GONZÁLES (2019) Fiscal Los señalados en el Art. 401° del Código Penal. 
ZAPATA (2019)  Fiscal El enriquecimiento y la falta de causa. 
PONCE (2019)  Abogado 
Ser funcionario o servidor público, abusar del cargo e 
incremento patrimonial injustificado. 
SOTO (2019)  Asistente 
Ser funcionario o servidor público, incremento no ajustado 
a derecho, abuso del cargo y es un delito permanente. 
ESCOBAR (2019)  Asistente Incremento ilícito, abuso del cargo y fuente desconocida. 
VENTURA (2019)  Juez 
Ser funcionario o servidor público, patrimonio 
injustificado y abuso del cargo. 
POMA (2019)  Jueza 
Ser funcionario público, tener ingresos superiores a los 
declarados y desbalance patrimonial.  
BOCANEGRA (2019)  Secretaria 
Ser servidor o funcionario público, desbalance patrimonial 
y excedente patrimonial injustificado. 
Fuente: elaboración propia 
Análisis Interpretativo 
La mayoría de los expertos, esto es 8 de ellos, son claros y específicos al indicar que entre 
los supuestos que deben concurrir para que se configure el delito de enriquecimiento ilícito 
son: ser servidor o funcionario público, presentar un incremento injustificado de patrimonio 
lo que se resume en un desbalance patrimonial y hacer uso abusivo del cargo. Gonzales, por 
su parte se limita a mencionar el Art. 401 del Código Penal, con ello está en la misma línea 
de los 8, dado que este tipo penal corresponde al delito de enriquecimiento ilícito e indica 
los supuestos de su configuración, por otro lado, Zapata es genérico al expresar que los 








En este punto de la discusión, tenemos los resultados alcanzados durante la investigación del 
presente trajo, ello nos pone en condiciones de poder identificar las diferencias del resultado 
obtenido en los antecedentes nacionales e internacionales, doctrina, normativa, 
jurisprudencia y opiniones de los expertos que los permitirá verificar si es necesario o no 
continuar con el tratamiento procesal que se le actualmente a las diligencias preliminares en 
el delito de enriquecimiento ilícito a cargo del Fiscal de la Nación, o es necesario realizar 
con urgencia un cambio en dicho tratamiento, para que esté a cargo de un Fiscal Provincial 
Especializado en Delitos Cometidos por Funcionarios Públicos, así tenemos: 
Resultados del análisis de los antecedentes. 
En relación a los antecedentes en relación a las diligencias preliminares, Callo (2018), indica 
que el Código Procesal Penal de 2004, regula las diligencias preliminares en su artículo 
330.2, las mismas que buscan realizar acciones apremiantes o impostergables orientados a 
esclarecer si han ocurrido o los hechos de los cuales ha sido noticiado y determinar si los 
mismos constituyen o un evento criminal, cautelar los objetos tangibles con la cual se 
cometió; en similar sentido Vásquez (2017), señala que, frente una denuncia, o al conocer 
personalmente de la comisión de acontecimientos que se presume criminosos, el Fiscal 
dispone la actuación de actos de investigación de naturaleza preliminar o incoa la acción 
penal pública. Asimismo, decidirá si abre investigación a nivel del despacho fiscal o si lo 
remite a la Policía para sea ésta quien lleve a cabo las diligencias preliminares y se 
individualice a los agentes intervinientes en el evento delictivo. Por su parte en relación al 
enriquecimiento ilícito, Rojas (2013), precisa que la prohibición del incremento patrimonial 
no justificado legalmente tiene su justificación en el principio general de que nadie puede 
ver incrementado su patrimonio injustamente a causa de otro, y que el derecho penal haya 
hecho suyo este principio, tiene su justificación para enfrentar las desigualdades materiales 
que se producen en los incrementos patrimoniales al margen de la ley de algunos 
funcionarios en el desempeño de su función pública, toda vez que ello puede provocar 
problemas con los funcionarios estatales honestos; sin embargo, los funcionarios corruptos, 
los beneficios que reciben serían producto de comportamientos reñidos por la ley que afectan 
derechos de terceras personas. 
Nuestra posición en este punto coincide con lo manifestado por los investigadores 
citados, en el sentido que las diligencias preliminares o investigación preliminar, consiste 
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que el Fiscal luego de tomar conocimiento de la presunta comisión de un delito, lleva a cabo 
acciones urgentes con el propósito de determinar si el hecho denunciado constituye o no 
delito, asegurar los elementos materiales e identificar a los presuntos autores, en el presente 
caso al tratarse del delito de enriquecimiento ilícito, las tendría que realizar el Fiscal de la 
Nación. 
Resultados del análisis de la doctrina 
Los resultados de la doctrina es similar a los antecedentes o trabajos previos, así tenemos a 
Neyra (2010), quien considera a las diligencias preliminares o investigación preliminar como 
la primera sub-etapa, pre-jurisdiccional del proceso, toda vez que el representante del 
Ministerio Público tiene conocimiento del evento delictuoso, sin embargo aún no ha decidido 
formalizar la investigación e incoar la investigación preparatoria, esto es, el representante 
del Ministerio Público conjuntamente con la Policía llevan a cabo indagaciones de forma 
unilateral y reservada con la finalidad de reunir los elementos necesarios que fundamenten 
la formalización de la investigación, en línea similar Salas (2010), sostiene que las 
diligencias preliminares se refiere al grupo de acciones llevadas a cabo por el representante 
del Ministerio Público o por la Policía a solicitud del fiscal por premura y necesidad y que 
estas actuaciones realizadas conforman la investigación preparatoria, es por ello que dichas 
actuaciones no podrán repetirse una vez formalizada la investigación. En lo que concierne 
al enriquecimiento ilícito, Perca (2017) sostiene que la persona que trabaja para el sector 
público, al ser parte de la administración estatal, durante el tiempo que este en funciones, le 
asiste el deber de acrecentar sus caudales de forma diáfana y honrada, a través de canales 
legales y Adrianzen (2017), indica que el tipo penal que regula el enriquecimiento ilícito, 
prohíbe manifiestamente a las personas que trabajan para el Estado, la posibilidad de 
aumentar su patrimonio en relación a lo que perciben legalmente como contraprestación por 
los servicios que prestan. 
Nuestra posición en este punto es que coincidimos plenamente con los referidos 
doctrinarios en relación a las diligencias preliminares y al enriquecimiento ilícito, en este 
último debemos agregar que todo servidor o funcionario público sus ingresos y gastos 
percibidos durante el periodo que ejerce un cargo público deben estar en sintonía con lo 
percibido legalmente por la función que cumple u obtenidos lícitamente por otra actividad, 
en caso que presentara desbalance entre lo percibido legítimamente y lo acumulado o 
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gastado, y al no poder imputársele otro delito, habrá incurrido en delito de enriquecimiento 
ilícito. 
Resultados del análisis de la jurisprudencia y la normativa  
En cuanto a la jurisprudencia, debemos indicar que en lo referente al plazo de duración no 
ha sido uniforme en el tiempo, sino que ha sido objeto de variación constante, la misma 
suerte ha sufrido la norma procesal penal que regula las mismas, es así que existe un plazo 
legal y un plazo jurisprudencial sobre el tema. Normativamente, el Código Procesal Penal 
de 2004 en su Art. N° 330 inc. 2 indica que con las diligencias preliminares se busca realizar 
actos de urgencia que no se puede aplazar orientados a precisar si han sucedido o no los 
hechos puesto a conocimiento, así como determinar si constituye o no delito, cautelar los 
elementos materiales de su comisión e individualizar a los presuntos autores y agraviados, 
debiendo asegurarlas conforme a ley. 
Asimismo, el plazo legal está previsto en el Art. N° 334 inc. 2 del CPP del 2004, en 
un inicio fijo como plazo 20 días, luego fue modificado y se amplió a 60 días (plazo 
normativo actual), salvo que se produzca la detención de una persona, sin embargo el fiscal 
podrá fijar un plazo distinto dependiendo de la complejidad y circunstancias de los hechos 
materia de investigación. Sin embargo, la jurisprudencia ha establecido como plazo máximo 
120 días para casos simples, máximo 8 meses para casos complejos y máximo 36 meses para 
casos de crimen organizado; pues en ningún caso el plazo de las diligencias preliminares o 
investigación preliminar debe ser mayor al plazo de la investigación preparatoria. 
Los plazos han variado progresivamente en el tiempo mediante diversas sentencias 
casatorias, tales como: La Casación N° 2-2008-La Libertad, Casación N° 318-2011-Lima, 
Casación N° 144-2012-Ancash y la Casación N° 599-2018-Lima. 
Nuestra posición es que cuando entró en vigencia el CPP 2004, el plazo fue de 20 
días para las diligencias preliminares, sin embargo, la realidad demostró que es plazo no era 
el apropiado para todos los delitos, dado que existen delitos simples, complejos y de 
organizaciones criminales, en donde 20 días no son suficientes para llevar a cabo las 
diligencias urgentes, es por ello que muy acertadamente, la Corte Suprema ha cumplido un 
rol muy importante al ir desarrollando criterios y ampliando los plazos en distintas 
casaciones y acuerdos plenarios que vayan en armonía con los distintos tipos de casos, a aras 
de lograr una investigación eficiente y combatir eficazmente a la delincuencia, 
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particularmente en los casos complejos y de criminalidad organizada en donde plazo 
máximo puede llegar hasta 36 meses. 
Interpretación y análisis de las entrevistas 
En el presente trabajo, haciendo uso de la técnica de la entrevista, hemos entrevistado a 10 
abogados, entre ellos fiscales, jueces, asistentes judiciales y asistentes fiscales, y que todos 
desempeñan sus labores en despachos penales, a fin de recoger sus opiniones y puntos de 
vista respecto a las interrogantes que hemos formulado sobre el tratamiento procesal de las 
diligencias preliminares del delito de enriquecimiento ilícito, a cargo de del Fiscal de la 
Nación. 
Preguntas relacionadas con la categoría de diligencias preliminares y las 
subcategorías: Definición, opinión jurídica, tratamiento procesal, pluralidad de instancia y 
elevación de actuados. 
1. ¿Cómo define Ud., las diligencias preliminares del delito de enriquecimiento ilícito? 
¿Cuál es el tratamiento procesal que se le da?. 
La mayoría de los expertos coinciden en definir de manera taxativa a las diligencias 
preliminares del delito de enriquecimiento ilícito, como actos urgentes e inaplazables y que 
están a cargo de la Fiscalía de la Nación. Asimismo, Escobar manifiesta que son diligencias 
acorde a la Constitución que el tratamiento procesal se encuentra amparado en el artículo 
41° de la Constitución y el artículo 401 del Código Penal. 
De lo que podemos concluir que dichos actos urgentes e inaplazables que debe 
realizar el Fiscal de la Nación tienen como finalidad determinar si existe o no desbalance 
patrimonial en el funcionario o servidor público investigado.  
2. ¿Cuál es su opinión respecto a la regulación de las diligencias preliminares del delito de 
enriquecimiento ilícito tipificado en el Artículo 401° del Código Penal?. 
En esta pregunta 4 expertos precisan que debe ser el Fiscal Provincial quien debe 
llevar a cabo las diligencias preliminares, manifestando con ello que se encuentra mal 




Gonzales, Ponce y Escobar, señalan que el tratamiento de las diligencias preliminares 
es igual a los demás delitos, con la aclaración que hace Del Pozo que en este delito las realiza 
el Fiscal de la Nación; por su parte Poma solo indica que está a cargo del Ministerio Público. 
De ello se concluye que la mayoría considera que tal como está regulado actualmente 
no es lo idóneo, y que lo más apropiado es que las referidas diligencias preliminares deben 
ser realizadas por un fiscal provincial y para ello se tiene que modificar el Art. 41 de la 
Constitución. 
3. ¿Considera que está bien el tratamiento procesal que se le da actualmente a las 
diligencias preliminares del delito de enriquecimiento ilícito? ¿o debería realizarse alguna 
modificación normativa para darle el mismo tratamiento procesal de los demás delitos?. 
En este interrogante, todos los entrevistados coinciden en indicar que las diligencias 
preliminares en el delito de enriquecimiento ilícito no debe estar en manos del Fiscal de la 
Nación, sino a cargo de un Fiscal Provincial, si bien Poma señala que debe atenderse acorde 
a su naturaleza y al caso concreto, se colige que dada la naturaleza del delito de 
enriquecimiento ilícito correspondería ser conocido desde el inicio por un Fiscal Provincial 
Especializado, con lo que se concluye que todos los expertos comparten la misma idea. 
Se concluye pues, que la realidad actual y con la creación de fiscalías especializadas 
en delitos anticorrupción, de lavado de activos, entre otras., no tiene razón de ser que el 
Fiscal de la Nación continúe a cargo de estas investigaciones.     
4. ¿Según su criterio y experiencia, considera que debería existir pluralidad de instancia 
desde las diligencias preliminares en la investigación del delito de enriquecimiento ilícito? 
¿Explique por qué?. 
Frente a este interrogante, 9 entrevistados o expertos coinciden en señalar que sí 
debería existir pluralidad de instancia en las diligencias preliminares en el delito de 
enriquecimiento ilícito, por ser una garantía del debido proceso, pero para ello es necesario 
hacer una modificación normativa para que sea un Fiscal Provincial quien investigue desde 
las diligencias preliminares; contrariamente el experto Escobar manifiesta que la pluralidad 




Como se advierte de manera patente, no hay duda que la gran mayoría comparte 
nuestra posición, esto es, que debería existir una segunda instancia ante quien recurrir las 
decisiones de archivo de las diligencias preliminares dadas por el Fiscal de la Nación. 
5. ¿Precise Ud. Si debería solicitarse la elevación de actuados ante las decisiones de archivo 
de las diligencias preliminares emitidas por el Fiscal de la Nación en el delito de 
enriquecimiento ilícito?. 
 Ante esta pregunta, 8 expertos manifiestan que sí debería solicitarse la elevación de 
actuados, pero que no existe una instancia superior competente y que es necesario hacer una 
modificación normativa para que el Fiscal de la Nación no sea quien investigue; en el mismo 
sentido Ventura señala que sí pero a diferencia de los demás precisa que se podría aplicar 
supletoriamente el 2° párrafo del Art. 6° de la Resolución N° 424-2019-MP-FN de fecha 04 
de marzo de 2019, esta resolución indica que la Primera Fiscalía Suprema en lo Penal de 
conocer en 2da instancia las decisiones de la Fiscalía de la Nación. Excepcionalmente, 
Escobar refiere que no es posible, dado su excepcionalidad y legitimación político criminal. 
Al analizar las respuestas brindadas, advertimos que hay un sentir generalizado 
porque el tratamiento procesal de las diligencias preliminares en el delito de enriquecimiento 
ilícito sea el mismo de los demás delitos, ello se advierte cuando indicar que sí debería 
solicitarse la elevación de actuados, salvo la posición del entrevistado Escobar que señala 
que no es posible.   
Preguntas relacionadas con la categoría de enriquecimiento ilícito y las 
subcategorías: Definición, o funcionario público, desbalance patrimonial, justificación 
patrimonial y configuración. 
1. ¿Cómo define Ud., al delito de enriquecimiento ilícito?. 
Respecto a este punto, todos los expertos coinciden en señalar que el delito de 
enriquecimiento ilícito se da cuando el servidor o funcionario público, abusando de su cargo 
se enriquece ilícitamente, si bien Gonzales, se limita a citar el Art. 401 del Código Penal, es 
precisamente porque este artículo describe en los mismos términos al delito de 
enriquecimiento ilícito. 
Como se evidencia, en esta pregunta no hay necesidad de hacer un análisis, dado que todos 
los entrevistados coinciden en la misma idea al definir el delito de enriquecimiento ilícito. 
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2. ¿Solo un servidor o funcionario público puede cometer el delito de enriquecimiento ilícito, 
o también lo pueden cometer personas particulares?. 
Los resultados de esta pregunta nos dicen que los expertos están divididos, dado que, 
5 consideran que solo puede cometer el delito de enriquecimiento ilícito los servidores o 
funcionarios públicos y 5 consideran que el particular también conocido como extraneus, sí 
puede cometer este delito, pero a título de cómplice, toda vez que en este delito la doctrina 
y la jurisprudencia admite la participación. 
Al analizar las respuestas vertidas por los entrevistados, podemos concluir que todos 
tienen razón, dado que en estricto, este delito al ser un delito especial, solo puede responder 
como autor el sujeto cualificado, vale decir, solo el servidor o funcionario público. Sin 
embargo, el extraneus que participa en la comisión de este delito, al no ser un sujeto 
cualificado, responderá a título de cómplice o partícipe del delito de enriquecimiento ilícito, 
pero no a título de autor. 
3. ¿Cuándo se considera que existe un desbalance patrimonial en un servidor o funcionario 
público?. 
Luego de analizar la pregunta se advierte que todos los entrevistados concluyen que 
el servidor o funcionario público, presentará desbalance patrimonial cuando su patrimonio, 
activos o deudas canceladas no correspondan a lo que realmente percibe legítimamente por 
desempeño del cargo público; Chinchay, hace la precisión que para considerar que el 
funcionario o servidor se ha enriquecido, por el principio de relevancia, la diferencia debe 
ser de una cantidad significativa y no una cantidad ínfima o insignificante. 
De los resultados de esta pregunta se concluye la unanimidad de criterios por parte 
de los expertos entrevistados, y es de resaltar el agregado del Chinchay, cuando señala que 
debe ser una cantidad significativa, dado que no está fijado en una norma, cual sería el monto 
mínimo del excedente o superávit que deberá presentar como desbalance patrimonial el 
servidor o funcionario público, para considerar que cometió el delito de enriquecimiento 
ilícito, entonces surge la pregunta, ¿cuánto es una cantidad significativa?, ello queda a 
criterio del fiscal que investiga y que eventualmente será quien formule acusación, y al juez 





4. ¿Cómo se acredita la justificación patrimonial en un servidor o funcionario público? 
 En esta pregunta se advierte que todos los expertos comparten la misma idea, al 
indicar que un funcionario o servidor público debe justificar sus ingresos o su patrimonio, 
mediante instrumentos formales, como documentos, declaraciones juradas, declaraciones 
ante la SUNAT y contablemente. 
Al analizar esta pregunta, se concluye que, es el servidor o funcionario quien deberá 
acreditar documentariamente y contablemente la fuente de sus ingresos excedentes, vale 
decir, al fiscal solo le bastará acreditar la existencia del desbalance; aquí se rompe con la 
regla general consistente en que el fiscal como titular de la acción penal pública y persecutor 
del delito es quien deba probar, sino que se da figura denominada inversión de la carga de 
la prueba, vale decir, quien debe acreditar o probar, es quien esté en mejores condiciones de 
hacerlo, y en el delito de enriquecimiento ilícito, es el servidor o funcionario público quien 
deberá probar que su excedente patrimonial fue obtenido legítimamente. 
5. ¿Qué presupuestos deben concurrir para la configuración del delito de enriquecimiento 
ilícito? 
La mayoría de los expertos, esto es 8 de ellos, son claros y específicos al indicar que 
entre los supuestos que deben concurrir para que se configure el delito de enriquecimiento 
ilícito son: ser servidor o funcionario público, presentar un incremento injustificado de 
patrimonio lo que se resume en un desbalance patrimonial y hacer uso abusivo del cargo. 
Gonzales, por su parte se limita a mencionar el Art. 401 del Código Penal, con ello está en 
la misma línea de los 8, dado que este tipo penal corresponde al delito de enriquecimiento 
ilícito e indica los supuestos de su configuración, por otro lado, Zapata es genérico al 
expresar que los supuestos de configuración de es este delito son el enriquecimiento y la 
falta de causa. 
Al analizar las respuestas de los entrevistados en esta pregunta, la gran mayoría, dado 
que se trata de expertos penalistas, son claros en precisar los tres presupuestos básicos que 
deben concurrir copulativamente para configurarse el delito de enriquecimiento ilícito, estos 
son: ser funcionario o servidor público, presentar desbalance patrimonial y que el 
incremento del patrimonio o la disminución de los pasivos se haya hecho abusando del 
cargo. Esto como conclusión final debemos precisar que los tres presupuestos mencionados 
han debido tener lugar, durante el periodo que el funcionario o servidor público se 
encontraba en funciones, porque si ello ocurre luego de cesar en el cargo público, responderá 
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por cualquier otro delito, como podría ser lavado de activos u otro delito, pero no por 
enriquecimiento ilícito. 
Resultados de las entrevistas  
En este rubro, debemos precisar que los resultados de las entrevistas practicadas a los 10 
expertos conocedores del derecho penal y del tema que nos ocupa, son fiel manifestación de 
los entrevistados que han vertido sus respuestas basándose en sus conocimientos jurídicos y 
la experiencia acumulada por años, mediante la práctica directa atender diversos casos 
penales —entre ellos— delitos de enriquecimiento ilícito; al respecto Hernández (2014), 
explica que por intermedio de las entrevistas se examinan experiencias vividas de las 
personas correspondiéndolas con la praxis diaria o profesional, procurando lograr ingresar a 
las vivencias comunicativas en su entorno natural, sin perturbaciones que podrían 
eventualmente convertir en un medio artificial. 
En ese sentido, las entrevistas del presente trabajo han sido aplicadas en los 
despachos de los jueces y fiscales, los mismos que constituyen sus ambientes naturales 
donde a diario realizan sus labores como magistrados atendiendo los diversos casos penales 
que se les asigna. 
 En cuanto a los resultados de dichas entrevistas, en la mayoría de los entrevistados 
—esto es ocho o nueve de los diez expertos entrevistados— coinciden en los siguientes 
puntos: 
1. Quien debe conocer desde las diligencias preliminares, las investigaciones por delito de 
enriquecimiento ilícito, deben ser los fiscales provinciales especializados en delito de 
corrupción de funcionarios. 
2. El Fiscal de la Nación no debe conocer las diligencias preliminares en las investigaciones 
por delito de enriquecimiento ilícito, dado que sus decisiones de archivo no pueden ser 
impugnadas por tratarse de la máxima autoridad del Ministerio Público y no existe una 
instancia por instancia del Fiscal de la Nación. 
3. Es necesario modificar el Art. 41º de la Constitución, solo así se lograría que las 
diligencias preliminares las conozca un fiscal provincial anticorrupción. 
4. Es necesario que, ante las decisiones de archivamiento de las diligencias preliminares por 
el delito de enriquecimiento ilícito, se pueda solicitar la elevación de actuados a una segunda 
instancia, en atención al derecho de recurrir, derecho a los recursos y pluralidad de instancia 
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que le asiste a todo justiciable, como garantía de un debido proceso, pero mientras esté en 
manos del Fiscal de Nación, ello no es posible. 
5. Si las investigaciones por el delito de enriquecimiento ilícito, desde el inicio, vale decir, 
desde las diligencias preliminares, lo realizaría un fiscal provincial anticorrupción, el 
tratamiento procesal que se daría, sería el mismo que se brinda a los demás delitos, sean 
delitos comunes o delitos especiales. 
6. El delito de enriquecimiento solo puede cometerlo a título de autor un servidor o 
funcionario público, mas no un extraneus (extraño), tercero o particular, dado que éste solo 
podrá responder a título de cómplice primario o cómplice secundario, dependiendo del grado 
de participación en el evento delictivo. 
7. El delito de enriquecimiento ilícito, consiste cuando el servidor o funcionario público, 
durante el ejercicio de sus funciones y abusando de su cargo, acumula un superávit 
patrimonial o disminución de sus deudas o pasivos, que no guardan armonía con lo que 
percibió legítimamente como sueldo por el cargo desempeñado, generando ello un 
desbalance patrimonial y que no puede acreditar documentariamente y contablemente los 
ingresos excedentes. 
8. La regla general en los demás delitos es que al fiscal le corresponde acreditar las pruebas 
de la comisión del delito, sin embargo, en el delito enriquecimiento ilícito opera la inversión 
de la carga de la prueba, ello implica que será el servidor o funcionario público investigado 
quien debe ofrecer los documentos que acrediten que el excedente patrimonial que presenta 
fueron obtenidos legítimamente; el fiscal solo se preocupará por demostrar la existencia de 
un desbalance patrimonial en el investigado.  
    
  







Primera:  Se concluye que las diligencias preliminares del delito de enriquecimiento ilícito 
seguido contra servidores y funcionarios públicos, por la forma como está 
regulado actualmente y por mandato del Art. 41° de la Constitución Política del 
Estado, sólo puede realizarlo el Fiscal de la Nación y las denuncias por este delito 
a la Fiscalía de la Nación provienen de todos distritos fiscales del Perú, esto es, 
a nivel nacional. Sin embargo, si luego de las diligencias preliminares el Fiscal 
de la Nación decide que se debe formalizar la acción penal, procede a devolver 
los actuados al distrito fiscal que corresponda, vale decir, al lugar de donde haya 
provenido la denuncia, para que el Fiscal Provincial Penal Anticorrupción 
formalice la investigación ante el Poder Judicial; pero en el supuesto que el 
Fiscal de la Nación decida archivar las diligencias preliminares, ante esta 
decisión de archivo, esté bien o esté mal, no existe base legal para impugnar 
dicha decisión de archivo. 
Segunda:  Se concluye que al tener competencia el Fiscal Provincial Anticorrupción para 
conocer desde las diligencias preliminares, las denuncias por enriquecimiento 
ilícito, ello habilitaría a las partes agraviadas para que en caso el Fiscal provincial 
decida archivar las diligencias preliminares, puedan recurrir en recurso de queja 
o solicitar la elevación de actuados al Fiscal Superior y éste revise lo decidido 
por el fiscal provincial, pueda confirmar el archivo o revocar el archivo y 
disponer que se amplíe las diligencias o se formalice la denuncia. 
Tercera:  Se concluye que luego de llevar a cabo las diligencias preliminares en los delitos 
de enriquecimiento ilícito, vale decir, después de realizar los actos urgentes con 
la finalidad de determinar si el hecho denunciado constituye o no delito, se hayan 
individualizado a al presunto o presuntos autores del delito, y luego de ello no 
se logran recabar elementos de convicción que acrediten la comisión del delito, 
lo que corresponde al Fiscal de la Nación es emitir la disposición de 
archivamiento y que no hay mérito a formalizar denuncia penal contra el servidor 
o funcionario público denunciado por el delito de enriquecimiento ilícito, y esta 
disposición de archivo es intocable, inimpugnable, irrecurrible, dado que está 
“bautizado por la mano sagrada y divida del Fiscal de la Nación”. 
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Cuarta:  Se concluye que luego que el Fiscal de la Nación realice de las diligencias 
preliminares logre acreditar la existencia de un desbalance patrimonial en el 
servidor o funcionario público investigado, procederá a remitir los actuados al 
Fiscal Provincial Anticorrupción del lugar donde ocurrieron los hechos para que 
éste último proceda a formalizar la denuncia penal por el delito de 
enriquecimiento ilícito, y con ello dar inicio propiamente al proceso penal, el 





























Primera:  Se recomienda dar el mismo tratamiento procesal a las diligencias preliminares 
en los delitos de enriquecimiento ilícito cometidos por servidores y funcionarios 
públicos, y para ello es necesario que se modifique el último párrafo del Art. 41° 
de la Constitución Política del Estado, en el sentido de cambiar la expresión “El 
Fiscal de la Nación” por la frase “El Ministerio Público, con ello el Fiscal 
Provincial Anticorrupción quedaría habilitado para conoces estas 
investigaciones desde las diligencias preliminares, vale decir, desde la noticia 
criminal. 
Segunda:  Se recomienda que con urgencia a la Fiscal de la Nación, presentar el proyecto 
de ley ante el Congreso a fin de que se procesa con la modificación del Art. N° 
41° de la Constitución Política, dado que luego de la modificación permitiría que 
las partes agraviadas frente a un archivo de las diligencias preliminares, en 
mérito al Art. 334.5 del CPP de 2004 pueda ejercer su derecho a recurrir, derecho 
a los recursos y el derecho a la pluralidad de instancia, un derecho garantía del 
debido proceso reconocido en el Art. 139.6 de la Constitución y en el Art. 8.2. 
h) de la Convención Americana de los Derechos Humanos, y que se debe 
garantizar en todo tipo de proceso ya sea de orden administrativo, fiscal o 
judicial. 
Tercera:  Se recomienda que ante las disposiciones que dispone el archivamiento o no 
haber mérito a formalizar denuncia penal contra un determinado servidor o 
funcionario público por delito de enriquecimiento ilícito, se permita impugnar la 
misma mediante el recurso de queja o solicitud de elevación de actuados, sin 
embargo, para que ello sea posible debe estar a cargo desde el inicio un Fiscal 
Provincial Especializado en Delitos Cometidos por Funcionarios Públicos con 
competencia en el lugar donde ocurrieron los hechos, ello estaría en consonancia 
con el principio de celeridad procesal y principio de inmediación, dado que ya 
no tendrían que venir denuncias de todo el interior del país al despacho del Fiscal 
de la Nación.     
Cuarta:  Se recomienda que sea el Fiscal Provincial Anticorrupción del lugar donde 
ocurrieron los hechos quien formalice denuncia penal luego de haber realizado 
y concluido las diligencias preliminares por delito de enriquecimiento ilícito, y 
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no por mandato del Fiscal de la Nación, dado que éste debe dedicarse única y 
exclusivamente a labores de gestión, labores administrativas y llevar adelante la 
política institucional. Debemos tomar en cuenta que actualmente existen 
Fiscalías Provinciales Penales Anticorrupción y Fiscalías Supremas Penales 
Anticorrupción, las mismas que en el año 1993 año en que se da la Constitución 
Política, aún no existían, en tal sentido en la actualidad no es razonable que las 
investigaciones por delitos de enriquecimiento ilícito permanezcan en manos del 




























VII. Referencias  
Abad, V. (2019). El de enriquecimiento ilícito en el Ecuador: ¿Constitucional o 
inconstitucional? Tesis previa a la obtención del título de magister en derecho penal. 
Universidad del Azuay. Recuperado de URL: 
http://dspace.uazuay.edu.ec/bitstream/datos/9381/1/15019.pdf 
Acuerdo Plenario N° 3-2016/CJ-116. Recuperado de URL: 
http://www.gacetajuridica.com.pe/boletin-nvnet/ar-
web/XPLENOJURISDICCIONALPENAL.pdf 
Adrianzen, P. (2017).  La participación en los delitos especiales. Análisis de la intervención 
de un extraneus en el delito de enriquecimiento ilícito. Tesis para obtener el grado de 
magister por la Universidad de Piura. Recuperado de URL: 
https://pirhua.udep.edu.pe/bitstream/handle/11042/3042/MAE_DER_052.pdf?sequ
ence=1&isAllowed=y 
Blanco, C. (2017). El debate en España sobre la necesidad de castigar penalmente el   
enriquecimiento ilícito de empleados públicos. Recuperado de URL: 
https://rua.ua.es/dspace/bitstream/10045/71798/1/2017_Blanco 
Cordero_RECPC.pdf 
Callo, U. (2018). El cumplimiento de plazos en la tramitación del proceso penal en la Corte                  
Superior de Justicia de Huaura – 2018. Tesis para optar el grado académico de 
maestro en gestión pública. Universidad Cesar Vallejo. Recuperado de URL: 
http://repositorio.ucv.edu.pe/handle/UCV/20868 
Cabanellas, G. (2008). Diccionario enciclopédico de derecho usual. (29 ed.). Buenos Aires 
– Argentina 
Colorado, A. & Velásquez, L. (2018). El informe de la contraloría general del estado como 
presupuesto de procedibilidad en el delito de enriquecimiento ilícito y su importancia 
en el proceso penal. Caribeña de Ciencias Sociales, (noviembre). Recuperado de 
URL: https://www.eumed.net/rev/caribe/2018/11/informe-contraloria-general.html 
Fernández, C. et al. (2010). La constitución comentada.  (1.a ed.). Tomo I. Lima, Perú: 
“GACETA JURÍDICA” S.A. 
García, K. (2018). El delito de enriquecimiento ilícito y su influencia en el lavado de activos 
en el Distrito Judicial de Lima. Tesis para optar el grado académico de maestra en 




Hernández, H. (2006). El delito de enriquecimiento ilícito de funcionarios en el derecho 
penal chileno. Recuperado de URL: 
http://www.rdpucv.cl/index.php/rderecho/article/view/627/591 
Hernandez, R. (2014). La investigación cualitativa a través de entrevistas: Su análisis 
mediante la teoría fundamentada. Recuperado de URL: 
https://idus.us.es/xmlui/bitstream/handle/11441/36261/La%20investigacion%20cua
litativa%20a%20traves%20de%20entrevistas.pdf?sequence=1&isAllowed=y 
Jara, A. A. L. (2018). Delitos contra la eficiencia de la administración pública ecuatoriana.   
Caso de estudio: Morona Santiago. Apuntes Contables, (22), 143-156. Recuperado 
de URL: file:///C:/Users/Marcelo/Downloads/5744-
Texto%20del%20art%C3%ADculo-27446-1-10-20181130%20(1).pdf 
Leguia, A. (2018). El enriquecimiento ilícito y la actividad funcional pública en Lima Sur 
2017-2018. Recuperado de URL: 
http://repositorio.autonoma.edu.pe/handle/AUTONOMA/538 
Lindy Muzila, Michelle Morales, Marianne Mathias, and Tammar Berger. On the Take: 
Criminalizing Illicit Enrichment to Fight Corruption (2012), published in January 
2014. Recuperado de URL: 
http://documents.vsemirnyjbank.org/curated/ru/958781468339641204/pdf/On-the-
take-criminalizing-illicit-enrichment-to-fight-corruption.pdf. 
Lopez, A (2018). Delitos contra la eficiencia de la administración pública ecuatoriana. Caso 
de estudio: Morona Santiago. Recuperado de URL: 
https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/contad/article/view/5744/7136 
Mendoza, G. (2014). Código Penal. (18.a ed.). Lima, Perú: “RODAS” SAC.  
Ministerio Público – Fiscalía de la Nación (2000). Resolución de la Fiscalía de la Nación Nº 
020-2000-MP-FN. Recuperado de URL: 
http://idehpucp.pucp.edu.pe/images/documentos/anticorrupcion/normativa/resoluci
on_020-200-mp-fn_15-11-2000.pdf 
Ministerio Público – Fiscalía de la Nación (2003). Resolución N° 1707-2003-MP-FN. 
Recuperado de URL: https://portal.mpfn.gob.pe/descargas/normas/r6559.pdf 
Ministerio Público – Fiscalía de la Nación (2004). Resolución N° 282-2004-MP-FN. 
Recuperado de URL: https://portal.mpfn.gob.pe/descargas/normas/r2800.pdf 
Ministerio Público – Fiscalía de la Nación (2010). Resolución N° 798-2010-MP-FN. 
Recuperado de URL: https://portal.mpfn.gob.pe/descargas/normas/r18111.pdf 
44 
 
Ministerio Público – Fiscalía de la Nación (2019). Resolución N° 424-2019-MP-FN. 
Recuperado de URL: https://busquedas.elperuano.pe/download/url/disponen-la-
reasignacion-de-la-carga-procesal-y-la-distribuc-resolucion-n-424-2019-mp-fn-
1746544-1 
Ministerio de Justicia (1981). Ley Orgánica del Ministerio Público. Decreto Legislativo N° 
052. Recuperado de URL: 
http://www.oas.org/juridico/PDFs/mesicic4_per_org_mp.pdf 
Ministerio de Justicia (2004). Código Procesal Penal. Decreto Legislativo N° 957. 
Recuperado de  
http://spij.minjus.gob.pe/content/publicaciones_oficiales/img/CODIGOPROCESA
LPENAL.pdf 
Ministerio de Justicia (2016). Decreto Legislativo N° 1243. Recuperado de URL: 
https://elperuano.pe/normaselperuano/2016/10/22/1444966-1.html 
Nash, C. (2018). Derechos humanos y corrupción. Un enfoque multidimensional. Estudios 
De Derecho, 75(166), 138-162. Recuperado de URL: 
https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=6759866 
Neyra, J. (2010). Manual del nuevo proceso penal & de litigación oral. 
Ñaupas, H., Mehía, E., Novoa, E. y Villagómez, A. (2013). Metodología de la investigación 
científica y elaboración de tesis. (3.a ed.). Lima, Perú: Centro de Producción Editorial 
e Imprenta de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos. 
Ortega, A. (2015). Consideraciones Sobre el Delito de Enriquecimiento Ilícito. Recuperado 
de URL: http://riuc.bc.uc.edu.ve/bitstream/123456789/4383/1/aortega.pdf 
Perca, E. (2018). El delito de enriquecimiento ilícito como actividad criminal previa del 
delito de lavado de activos. Recuperado de URL: 
file:///D:/Users/fn/Downloads/Perca_Contreras_Delito_enriquecimiento_il%C3%A
Dcito1.pdf 
Perez, J. (2012). El delito de enriquecimiento ilícito y su tratamiento en la doctrina y norma 
sustantiva. Recuperado de URL: file:///C:/Users/Marcelo/Downloads/Dialnet-
ElDelitoDeEnriquecimientoIlicitoYSuTratamientoEnLa-5493218%20(2).pdf 
 
Pezo, C. (2014). El bien jurídico específico en el delito de Enriquecimiento Ilícito. Tesis 
para optar el grado académico de magister con mención en derecho penal. Pontificia 
45 
 
Universidad Católica del Perú. Recuperado de URL: 
http://tesis.pucp.edu.pe/repositorio/handle/20.500.12404/1596/browse?type=author
&value=Pezo+Roncal%2C+Cecilia+Alexandra 
Poder Judicial (2006). Corte Suprema de Justicia de la República. Acuerdo Plenario N° 6-
2006/CJ-116. Recuperado de URL: 
https://derecho.usmp.edu.pe/cedp/jurisprudencia/Acuerdo%20Plenario%20N6_200
6.pdf 
Poder Judicial (2008). Sala Suprema Penal Permanente. Casación N° 2-2008-La Libertad. 
Recuperado de URL: https://legis.pe/wp-content/uploads/2018/05/Casacion-02-
2008-La-Libertad.pdf 
Poder Judicial (2011). Sala Suprema Penal Permanente. Casación N° 318-2011-Lima. 




Poder Judicial (2011). Corte Suprema de Justicia de la República. Acuerdo plenario N° 5-




Poder Judicial (2013). Sala Suprema Penal Permanente. Casación N° 144-2012-Ancash. 





Poder Judicial (2018). Sala Suprema Penal Permanente. Casación N° 599-2018-Lima. 






Poder Ejecutivo (1940). LEY Nº 9024.- Código de Procedimientos Penales. Recuperado de 
URL: http://hrlibrary.umn.edu/research/Peru 
Codigo%20de%20Procedimientos%20Penales.pdf 
Poder Ejecutivo (2001). Decreto Supremo N° 080-2001-PCM. Aprueban reglamento de la 
Ley que regula la publicación de la declaración jurada de ingresos y de bienes y rentas 
de los funcionarios y servidores públicos del Estado. Recuperado de URL: 
http://files.servir.gob.pe/WWW/files/normas%20legales/DS%20080-2001-
PCM.pdf 
Poder Legislativo (2001). Ley N° 27482. Ley que regula la publicación de la declaración 
jurada de ingresos y de bienes y rentas de los funcionarios y servidores públicos del 
Estado. Recuperado de URL: 
http://doc.contraloria.gob.pe/ddjj/base_legal/ley_27482.pdf 
Poder Legislativo (2004). Ley N° 28175. Ley marco del empleo público. Recuperado de 
URL: http://www.oas.org/juridico/PDFs/mesicic5_per_26_ley_28175.pdf 
Poder Legislativo (2013). Ley N° 30077. Ley contra el crimen organizado. Recuperado de 
URL: http://www.oas.org/juridico/PDFs/mesicic5_per_32_ley_%2030077.pdf 




Román, A., & Abisaí, P. (2017). La participación en los delitos especiales. Análisis de la 
intervención de un extraneus en el delito de enriquecimiento ilícito. Recuperado de 
URL: https://pirhua.udep.edu.pe/handle/11042/3042 
Rojas, P. (2013). Tratamiento jurídico penal de los incrementos patrimoniales injustificados 
en la función pública. Tesis para optar el grado de doctor por la Universidad de 




Salas, C. (2010). Trascendencia de las técnicas de litigación oral en el proceso penal. (1.a 
ed.). Lima – Perú. 
Sánchez, F. (2019). Tesis desarrollo metodológico de la investigación. (1.a ed.). Lima, Perú: 
Ediciones Normas Jurídicas SAC. 
47 
 
Solís, A. (2008). Metodología de la investigación jurídico social. (3.a ed.). Lima, Perú: 
“FECAT” E.I.R.L. 
Tribunal Constitucional (2011). STC N° 4235-2010-PHC/TC. Recuperado de URL: 
http://www.dplf.org/sites/default/files/tc_-_expediente_4235-2010-
phctc_fujimori_0.pdf 
Vásquez, D. (2017). El procedimiento de investigación preliminar en sede fiscal frente la 
inmunidad parlamentaria. Tesis para optar el título profesional de abogado. 
Universidad Cesar Vallejo. Recuperado de URL: 
http://repositorio.ucv.edu.pe/handle/UCV/11705 
Vergara, D. T., & Salvador, R. G. (2018). El informe previo sobre indicios de 
responsabilidad penal en los delitos de peculado y enriquecimiento ilícito, una 
aberración en el Código Orgánico Integral Penal. USFQ Law Review, 5(1), 16. 

































Anexo 1. Matriz de categorización 
Título: Tratamiento procesal de la investigación preliminar del delito de enriquecimiento ilícito en la Fiscalía de la Nación, 2019 











FUENTE TÉCNICA INSTRUMENTO 
Actualmente el tratamiento 
procesal de las diligencias 
preliminares del delito de 
Enriquecimiento Ilícito 
regulado en el Art. 401 del 
Código Penal, no es el 
tratamiento procesal común 
que se da en cualquier otro 
delito, en donde un Fiscal 
Común o Especializado lleva a 
cabo las diligencias 
preliminares, y caso de archivo 
de las mismas, dicha decisión 
puede ser impugnada por las 
partes. Sin embargo, ello no 
ocurre con el delito de 
Enriquecimiento Ilícito, dado 
que de conformidad al Art. 41 
de la Constitución, quien lleva 
a cabo las diligencias 
preliminares es el Fiscal de la 
Nación y en caso este decida 
archivar las mismas, dicha 
decisión no es impugnable por 
no estar prevista legalmente, 
dando lugar ello a eventuales 
casos de impunidad al archivar 
casos, ya sea por de favor, 
intereses políticos, presión 
política, amistades, pago de 
favores, etc. En tal sentido 
consideramos que dicho delito 
desde las diligencias 
preliminares sea conocido por 
un Fiscal Provincial 
Especializado en Delitos de 
Corrupción de Funcionarios, 
PROBLEMA 
GENERAL 
¿Cuál es el 
tratamiento procesal 
de las diligencias 





Analizar el tratamiento 
procesal de las diligencias 
preliminares en el delito de 
Enriquecimiento Ilícito. 
SUPUESTO GENERAL 
Está a cargo del Fiscal 
de la Nación y en caso 
decida archivarlas dicha 
decisión afecta la 
pluralidad de instancia 
porque no se puede 




















nto Ilícito de 














Guía de preguntas de entrevista 
Ficha de análisis de fuente documental 
Ficha de observación  
Ficha de análisis de las normas 
nacionales 




¿Cuál es el 
fundamento del 
recurso de queja o 
elevación de actuados 
en la investigación 





Explicar el fundamento del 
recurso de queja o 
elevación de actuados en 
la investigación preliminar 
del delito de 
enriquecimiento ilícito 
Satisfacer el derecho de 
pluralidad de instancia y 
disminuir la posibilidad 
de dejar impunes casos 
de enriquecimiento 
ilícito, sin embargo, en 

















¿Cuál es la finalidad 
de las diligencias 
preliminares en el 
delito de 
enriquecimiento ilícito, 
en el  supuesto que no 
exista indicios 





Determinar la finalidad de 
las diligencias 
preliminares en el delito de 
enriquecimiento ilícito, en 
el supuesto que no exista, 
indicios reveladores  de un 
desbalance patrimonial. 
Luego de realizar las 
diligencias preliminares y 
no reunir elementos de 
prueba que acrediten la 
existencia de desbalance 
patrimonial, corresponde 
archivar la investigación 
incoada contra el 
funcionario o servidor 
público. 
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logrando con ello que el 
referido delito desde el inicio se 
le dé un tratamiento procesal 
común y ante un archivo de las 
diligencias preliminares, esta 
pueda ser impugnada por las 
partes y con ello no afectar el 
derecho de pluralidad de 




¿Cuál es la finalidad 
de las diligencias 
preliminares en el 
delito de 
enriquecimiento ilícito, 
en el supuesto que sí 
exista indicios 





Determinar la finalidad de 
las diligencias 
preliminares en el delito de 
enriquecimiento ilícito, en 
el supuesto que sí exista 
indicios reveladores  de un 
desbalance patrimonial. 
Luego de realizar las 
diligencias preliminares y 
reunir elementos de 
prueba que acrediten la 
existencia de desbalance 
patrimonial, corresponde 
remitir los actuados al 
fiscal competente para 
que proceda a formalizar 
la denuncia contra el 















Definición ¿Cómo define Ud., las diligencias preliminares del delito de enriquecimiento ilícito? ¿Cuál es el tratamiento procesal 
que se le da? 
Opinión Jurídica  ¿Cuál es su opinión respecto a la regulación de las diligencias preliminares del delito de enriquecimiento ilícito 
tipificado en el Artículo 401° del Código Penal?  
Tratamiento 
Procesal 
¿Considera que está bien el tratamiento procesal que se le da actualmente a las diligencias preliminares del delito de 
enriquecimiento ilícito? ¿o debería realizarse alguna modificación normativa para darle el mismo tratamiento procesal 
de los demás delitos? 
Pluralidad de 
Instancia ¿Según su criterio y experiencia, considera que debería existir pluralidad de instancia desde las diligencias preliminares 
en la investigación del delito de enriquecimiento ilícito? ¿Explique por qué? 
Elevación de Actuados 
¿Precise Ud. Si debería solicitarse la elevación de actuados ante las decisiones de archivo de las diligencias 





Definición ¿Cómo define Ud., al delito de enriquecimiento ilícito? 
Servidor o Funcionario 
Público ¿Solo un servidor o funcionario público puede cometer el delito de enriquecimiento ilícito, o también lo pueden cometer personas 
particulares? 
Desbalance patrimonial 
¿Cuándo se considera que existe un desbalance patrimonial en un servidor o funcionario público? 
Justificación patrimonial ¿Cómo se acredita la justificación patrimonial en un servidor o funcionario público? 
Configuración ¿Qué presupuestos deben concurrir para la configuración del delito de enriquecimiento ilícito? 
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